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7

Presentación

En las últimas dos décadas surgió una tendencia en los ám­
bitos nacional e internacional por ampliar y profundizar los 
derechos humanos, no sólo en cuanto a su alcance, sino tam­
bién en el impacto social, político y jurídico; sin embargo, aún 
falta mucho trabajo por hacer para que la población conoz­
ca sus derechos, así como la vía jurídica para su ejercicio.

A lo anterior habrá que añadir la complejidad de la suscripción 
de varios instrumentos internacionales que buscan regular las re­
laciones jurídicas entre los Estados, así como proteger los derechos 
humanos. Tal es el caso de conve nios,1 pactos,2 declaraciones,3 

1 Es un escrito celebrado entre Estados con un grado de formalidad 
menor al de un tratado. Normalmente, un convenio es acordado en aspectos 
económicos y comerciales entre los Estados. Los convenios pueden estar 
dados entre dos Estados, denominándose convenio bilateral, normalmente 
celebrado para brindar facilidades en materias comerciales. También exis­
te otra forma de convenio, celebrado entre más de dos Estados, el cual se 
denomina multilateral, en el cual el acuerdo tiene un carácter más normativo 
respecto de aspectos contemplados dentro del derecho internacional.

2 Son tratados solemnes, estrictos y condicionales entre dos o más 
partes, en los que se establece una obediencia a cumplir uno o varios acá­
pites establecidos en un contrato formal y en que ambas partes se compro­
meten a ejecutar ciertas acciones y a recibir retribuciones de la otra parte 
por su cumplimiento.

3 Declaración de derechos o carta de derechos son algunos de los 
nombres que han recibido históricamente los documentos de carácter 
político en que se enumeran los derechos y libertades considerados esen­
ciales. Tengan o no rango constitucional, y provengan de una asamblea legis­
lativa o de la mera voluntad de un rey (lo que se denomina Carta otorgada), 
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protocolos,4 cartas, estatu tos,5 códigos,6 acuerdos,7 resolucio­
nes8 y principios, todos ellos con características y naturaleza 
jurídica diversa.

Dicha circunstancia cobra especial relevancia con motivo 
de la aprobación de la reforma constitucional del pasado 
10 de junio de 2011, la cual pone de relieve la necesidad de 
que los estudiantes, los jueces y, en general, toda la pobla­
ción conozcan los instrumentos internacionales, ya que tal y 
como se desprende del artículo 1o. “todas las personas go­
zarán de los derechos humanos reconocidos en esta Consti­

tales declaraciones suponen una voluntad de protección de los derechos 
contra los posibles abusos del ejercicio del gobierno, de modo que el poder 
político queda ciertamente limitado para quien lo ejerce, independiente­
mente de que se reconozcan o no los principios de soberanía nacional o de 
división de poderes, propios del Estado liberal. El concepto de Estado social 
propio de las democracias avanzadas del siglo XX introdujo el reconocimien­
to de los derechos sociales.

4 Son los acuerdos de voluntades entre dos o más Estados que mo di­
fican cartas o tratados internacionales. En analogía con los contratos pri­
vados, el protocolo supondría un addendum al acuerdo inicial, man te nien­
do la validez del cuerpo principal, pero modificándolo o ampliándo lo en 
algunos aspectos. Algunos protocolos, por su importancia, han lle ga do a ha­
cerse más célebres que el propio tratado que les dio origen, como es el caso 
del Protocolo de Kioto sobre el Cambio Climático, que es parte de la Con­
vención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de 1992.

5 Los estatutos son los documentos constitutivos de un órgano in­
ternacional, ejemplo de ello es el Estatuto de Roma, que le da vida jurídica 
a la Corte Penal Internacional.

6 Alude al conjunto unitario, ordenado y sistematizado de normas res­
pecto de una materia determinada.

7 Una decisión tomada en común por dos o más Estados, por una junta, 
asamblea o tribunal. También se denomina así a un pacto, tratado o re­
solución de organizaciones, instituciones, empresas públicas o privadas.

Es, por lo tanto, la manifestación de una convergencia de voluntades 
con la finalidad de producir efectos jurídicos. El principal efecto jurídico del 
acuerdo es su obligatoriedad para las partes que lo otorgan, naciendo para 
las mismas obligaciones y derechos. Es válido cualquiera que sea la forma 
de su celebración, oral o escrita, siempre que el consentimiento de los otor­
gantes sea válido y su objeto cierto, determinado, no esté fuera del comer­
cio o sea imposible.

8 Es una moción escrita adoptada por una Asamblea.
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tución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte”.

Esta reforma va mucho más allá del mero reconocimiento 
de derechos; implica una nueva decisión política fundamen­
tal dentro del sistema constitucional mexicano,9 que impone 
la necesidad de que todos los órganos del Estado adopten 
medidas capaces de garantizar la observancia del marco ju­
rídico internacional atendiendo al principio pro persona.

En este contexto podemos ubicar la presente obra, que 
busca dar un esbozo general de lo que es el Sistema de Na­
ciones Unidas, con especial atención a los tratados y los ór­
ganos de tratados que lo integran y le permiten erigirse en 
un instrumento eficaz para la protección de los derechos 
humanos en el ámbito internacional.

Los órganos de tratados tienen la finalidad de supervisar 
la aplicación de los principales instrumentos internacionales 
de derechos humanos; hasta el momento se crearon los si­
guientes: el Comité de Derechos Humanos (CCPR, por sus 
siglas en inglés); el Comité de Derechos Económicos, Socia­
les y Culturales (CESCR, por sus siglas en inglés); el Comité 
para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD, por 
sus si glas en inglés); el Comité para la Eliminación de la Dis­
criminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en in­
glés); el Comité contra la Tortura (CAT, por sus siglas en inglés); 
el Subco mité para la Prevención de la Tortura (SPT, por sus 
siglas en inglés); el Comité de los Derechos del Niño (CRC, 
por sus siglas en inglés), el Comité para la Protección de los 
Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Fa­
miliares (CMW, por sus siglas en inglés); el Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad (CRPD, por sus 

9 Me refiero al término clásico de decisión política fundamental dado 
por Carl Schmitt, Teoría de la Constitución. Trad. de Francisco Ayala. Madrid, 
Alianza Editorial, 2009 (Alianza Universidad Textos, núm. 57), p. 47.
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siglas en inglés), y el Comité contra las Desapariciones For­
zadas (CED, por sus siglas en inglés).

Es oportuno señalar que los órganos de tratados de de­
rechos humanos están constituidos por comités de expertos 
independientes encargados de supervisar la aplicación de 
los principales instrumentos internacionales. Se han creado 
de conformidad con lo dispuesto en los tratados que super­
visan. Estos Comités se reúnen periódicamente para conocer 
el estado que guarda la protección de los derechos huma­
nos en cada uno de los países signatarios y hacer recomen­
daciones.

El lector podrá complementar la información contenida 
en la presente publicación con las diversas que sobre el tema 
de la protección internacional de los derechos humanos ela­
bora esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, entre 
las cuales destaca la colección de fascículos sobre diversos tó­
picos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

La protección internacional de los derechos humanos 
encuentra sus orígenes en la aprobación de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en el año de 1948, por par­
te de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que en 
sus 30 artículos reconoció un catálogo de derechos y liber­
tades que constituyen una guía para su protección en la co­
munidad internacional. Esta importante resolución es la base 
para el desarrollo en específico de diversos tratados de de­
rechos humanos de Naciones Unidas, los cuales forman par­
te del marco jurídico mexicano en virtud de haberse firmado 
y ratificado por nuestro país, y cuya observancia se torna 
obligatoria para todos los órganos del Estado en razón de la 
reforma constitucional.

Sin lugar a duda, el camino recorrido en materia de pro­
tección de los derechos humanos ha sido largo y azaroso, 
prueba de ello es la aprobación de los diversos tratados por 
la Asamblea General de Naciones Unidas, circunstancia que 
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se dio de manera paulatina y producto de diversos análisis y 
acuerdos entre los países. 

El Sistema Universal sentó sus bases con la Carta Interna­
cional de Derechos Humanos, integrada por la Declaración 
Universal y los Pactos Internacionales de Derechos Civiles, 
Políticos, Económicos, Sociales y Culturales. Se ha estructu­
rado con otros tratados internacionales, con los que se busca 
proteger los temas prioritarios en materia de derechos hu­
manos a nivel mundial y que versan sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación racial y de discriminación 
contra la mujer; la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu­
manos o degradantes; los derechos del niño; los trabajadores 
migratorios y sus familiares; las personas con discapacidad, 
y la protección de todas las personas relacionadas con desa­
pariciones forzadas.

En su conjunto, a los instrumentos internacionales de dere­
chos humanos y a sus Comités se les conoce como Sistema 
Universal de Protección de los Derechos Humanos o Siste­
ma de Tratados de Derechos Humanos de Naciones Unidas. 
Abordan, según la Asamblea General de Naciones Unidas, las 
materias prioritarias de derechos humanos, y se distinguen 
de otros tratados en la materia de Naciones Unidas por es­
tablecer en el mismo instrumento un órgano para su super­
visión.

En esta ocasión, la Comisión Nacional presenta una co­
lección de textos integrada por escritos académicos que 
tienen como propósito profundizar sobre el conocimiento del 
Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos.

De esta forma, las personas interesadas pueden encontrar 
en los fascículos que componen la colección información es­
pecializada del Sistema en su conjunto, de la Declaración 
Universal y de cada tratado, con la explicación del funciona­
miento, tanto del tratado como de su comité de vigilancia, 
de manera que el lector pueda remitirse al fascículo de su 
interés y/o a la colección en su conjunto.
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Esta Comisión Nacional, atenta al cumplimiento de sus 
funciones y a las necesidades del país, contribuye a la difu­
sión del derecho internacional de los derechos humanos con 
la publicación de esta serie de fascículos, los cuales aportan 
de manera significativa al conocimiento de temas relevan­
tes, de forma clara y precisa. Con tal labor, sin duda, se forta­
lece nuestra actividad en la tarea que ahora es una obliga­
ción constitucional para todas las autoridades, en el ámbito 
de sus competencias.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, una vez 
más, ofrece materiales para adentrarse en el conocimiento 
de los temas que aborda en sus diversas series y colecciones, 
para fortalecer la cultura de la legalidad en nuestro país.

Dr. Raúl Plascencia Villanueva,
Presidente de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos

FASC-04-EL PACTO INTER-DESC.indd   12 15/08/12   14:22



13

Introducción

Los derechos económicos, sociales y culturales incluyen el 
derecho al trabajo, los derechos sindicales, el derecho a la 
seguridad social, los derechos de protección a la familia y los 
menores, el derecho a un nivel de vida adecuada, el derecho 
a la salud, el derecho a la educación y el derecho a participar, 
tener acceso y contribuir a la vida cultural. El Pacto Interna­
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales está 
diseñado para proteger y promover el ejercicio de estos de­
rechos y es uno de los tres pilares del Sistema Universal de 
Protección de los Derechos Humanos, en conjunto con la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto In­
ternacional de Derechos Civiles y Políticos.

Los derechos económicos, sociales y culturales se consi­
deran derechos de segunda generación en la clasificación 
de Karel Vasak, debido a que giran en torno al concepto de 
igualdad.1 Son derechos cuya finalidad es obtener una mayor 
igualdad entre todas las personas, para lo cual es esencial 
que éstas cuenten con un trabajo digno, una vivienda, un 
nivel de vida adecuado, acceso a la cultura y, de manera re­
levante, acceso a una educación de calidad que les permita 
luchar para obtener todo lo anterior. 

1 Véase, entre otros, Karel Vasak y Philip Alston, “Pour une troisième géné­
ration des droits de l’homme”, en Studies and Essays on International Human-
itarian Law and Red Cross Principles in Honour. Ginebra y La Haya, Comité 
Internacional de la Cruz Roja/Martinus Nijhoff, 1984, pp. 837 y ss. 
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El Pacto es el intento de la comunidad internacional por 
promover el respeto y disfrute de estos derechos, garantizán­
dolos no solamente para los grupos que requieren de protec­
ción especial sino para toda persona por igual.

El Pacto fue adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y entró en vigor 
en 1976. Hasta hoy, 160 Estados se han obligado a cumplir 
con el mismo. Las obligaciones de los Estados conforme al 
Pacto parecieran fáciles de ejecutar, ya que los Estados Par­
tes deben cumplir con sus obligaciones en la medida de sus 
posibilidades o, en palabras del artículo 2, primer párrafo, 
los Estados se comprometen a adoptar las medidas requeri­
das “hasta el máximo de los recursos de que disponga[n]”.

A diferencia de lo que ocurre en otros instrumentos de 
derechos humanos (por ejemplo, en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos), en el caso del Pacto Interna­
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales no 
existe un organismo facultado para escuchar quejas de per­
sonas en lo particular. Por ello, en 2008 la Asamblea General 
de las Naciones Unidas aprobó un Protocolo al Pacto. Una 
vez que entre en vigor este Protocolo Facultativo, el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —el organis­
mo especializado encargado de vigilar el cumplimiento del 
Pacto— estará facultado para recibir comunicaciones direc­
tamente de personas que consideren que el Estado ha in­
cumplido con éste. No obstante, es probable que el Protoco­
lo no entre en vigor por varios años más.

El objetivo de este folleto es presentar brevemente el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul­
turales, por lo que en caso de que el lector desee abundar 
en alguno de los temas tratados, le recomendamos consultar 
la bibliografía citada. 

La siguiente sección contiene una breve discusión res­
pecto del alcance de las obligaciones de los Estados Partes 
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del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. La tercera sección explica, de manera general, 
cuáles son los derechos tutelados por el Pacto. La cuarta sec­
ción contiene una introducción a los organismos más impor­
tantes en relación con el Pacto y su vigilancia. Por último, se 
presentan unas breves consideraciones relativas al estado que 
guarda actualmente el Pacto.

I. Obligaciones de los Estados Partes al Pacto

Los Estados Partes del Pacto adquieren una obligación fun­
damental: adoptar medidas encaminadas a que los derechos 
económicos, sociales y culturales sean plenamente efectivos. 
Como ya se dijo, las Partes al Pacto tienen obligación de 
adoptar medidas “hasta el máximo de los recursos de que 
disponga[n] […] por todos los medios apropiados” para que 
las personas puedan ejercer y disfrutar plenamente sus de­
rechos económicos, sociales y culturales.2 Esta obligación 
incluye la adopción de legislación apropiada,3 la creación de 
recursos judiciales o la adopción de medidas de carácter admi­
nistrativo, financiero, educativo y social que fueran apropia­

2 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
artículo 2(1).

3 Esta obligación refleja el lenguaje del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos:

Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus proce­
dimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las 
medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reco­
nocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 
disposiciones legislativas o de otro carácter.
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das, conforme al artículo 2, primer párrafo.4 El Estado también 
adquiere obligaciones frente a la comunidad internacional, 
entre las cuales están rendir informes al Comité, prestar asis­
tencia técnica, etcétera.5

Es importante mencionar que esas obligaciones se ex­
tienden “a todas las partes componentes de Estados federa­
les, sin limitación ni excepción alguna”.6 Esto quiere decir que 
todas las entidades territoriales, administrativas, provincias, 
posesiones de ultramar y demás divisiones políticas de un 
Estado se encuentran obligadas a cumplir con el Pacto.7

La obligación de adoptar medidas carece de sentido si 
no están encaminadas a “lograr progresivamente […] la ple­
na efectividad de los derechos [reconocidos en el Pacto]”.8 En 
ese sentido, es claro que las obligaciones de los Estados Par­
tes son de efectividad progresiva. Según esto, la obligación 

Pacto de Derechos Civiles y Políticos, adoptado el 16 de diciembre de 
1966 y que entró en vigor el 23 de marzo de 1976, Resolución de la Asam­
blea General No. 2200(A) (XXI), artículo 2(2).

4 Observación General No. 3, La índole de las obligaciones de los Estados 
Partes (primer párrafo del artículo 2 del Pacto), en Recopilación de las Obser-
vaciones Generales y Recomendaciones Generales adoptadas por órganos crea-
dos en virtud de tratados de derechos humanos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 
215 (2008), p. 18, párrs. 5 y 7. 

5 Pacto, artículos 2(1) y 23.
6 Ibid., artículo 28.
7 Esta regla es parte de la costumbre internacional, según reconoce la 

Comisión de Derecho Internacional en sus comentarios a los artículos sobre 
la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos cuan­
do opina que

[…] no importa que la división territorial forme parte de un Estado fe­
deral o sea una región autónoma específica, y tampoco importa que el 
derecho interno del Estado confiera o no al Parlamento federal la facul­
tad de obligar a la división territorial a atenerse a las obligaciones inter­
nacionales del Estado.

Informe de la Comisión de Derecho Internacional, 53 Periodo de Sesio­
nes (23 de abril a 10 de junio y 2 de julio a 10 de agosto de 2001), U.N. Doc. 
A/56/l0, p. 74, comentario 9 al artículo 4.

8 Pacto, artículo 2(1).
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no demanda que el Estado logre los fines del Pacto de inme­
diato sino que el Estado adopte medidas que tiendan a lo­
grar, eventualmente, los fines del Pacto, ya que se reconoce 
que la plena efectividad de los derechos económicos, socia­
les y culturales no podrá lograrse en un plazo de tiempo 
corto.9 La obligación resultante, entonces, es “de proceder lo 
más expedita y eficazmente posible con miras a lograr [el 
objetivo del Pacto]”.10

No obstante la naturaleza progresiva de las obligaciones 
del Pacto, éste tiene que establecer una obligación mínima 
sobre los Estados Partes, o éste carecería de razón de ser. Por 
ello, se considera que existe una “obligación mínima de ase­
gurar la satisfacción de por lo menos niveles esenciales de 
cada uno de los derechos”.11 El Comité ha establecido en 
sus observaciones generales cuáles considera que son estas 
obligaciones.

Al respecto, en consonancia con los principios de universa­
lidad, progresividad y no regresión de los derechos humanos,12 

 9 Observación General No. 3, p. 19, párr. 19.
10 Idem.
11 Ibid., p. 19, párr. 10. En ese sentido, podemos decir que el deber de adop­

tar las medidas necesarias para el cumplimiento de lo estipulado en el Pacto 
es una precondición para la garantía de los derechos reconocidos en el mis­
mo. Héctor Fix Zamudio, “Eficacia de los instrumentos protectores de derechos 
humanos”, Anuario de Derecho Internacional. México, IIJ­UNAM, 2002, vol. II; 
Arturo Santiago Pagliari, “El Derecho Internacional Público. Funciones, fuen­
tes, cumplimiento y la voluntad de los Estados”, Anuario Mexicano de Derecho 
Internacional. México, IIJ­UNAM, México, 2004, vol. IV.

12 Luis Daniel Vázquez y Sandra Serrano señalan que la universalidad se 
refiere a que todas las personas son, o deben ser, titulares de derechos hu­
manos; sin embargo, aclaran que la función del Estado radica en permitir 
que el mayor número de personas sea titular de estos derechos en el mayor 
número de circunstancias posibles. En relación con el principio de progre­
sividad, Vázquez y Serrano explican que 

La progresividad implica tanto gradualidad como progreso. La gradua­
lidad se refiere a que la efectividad de los derechos no va a lograrse de 
una vez y para siempre, sino que se trata de un proceso que supon 
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así como con el principio pro persona,13 el Pacto establece 
que siempre que existan dos o más disposiciones jurídicas 
que se refieran a un derecho en particular, sin importar si 
éstas son domésticas o internacionales, deberán imperar 
aquellas que otorguen mayor protección al derecho y mayo­
res garantías a las personas que son titulares del mismo. Así, 
los principios de Limburgo establecen que

[N]inguna disposición del Pacto se deberá interpretar como un 

perjuicio a las disposiciones del derecho interno, o a ningún 

acuerdo bilateral o multilateral, así como a ningún convenio o 

acuerdo que esté por entrar en vigor o que ya lo esté, a través 

de los cuales se otorgue un tratamiento más favorable a las 

personas protegidas. Asimismo, el artículo 5.2 no se deberá in­

terpretar como una restricción a ninguno de los derechos hu­

manos protegidos en su casi totalidad por las obligaciones, sean 

definir metas a corto, mediano y largo plazo. El progreso patentiza que 
el disfrute de los derechos siempre debe mejorar. 

Por su parte, el principio de no regresión, también conocido como pro-
hibición de regresividad, es un principio complementario al de progresivi­
dad que “indica que una vez logrado el avance en el disfrute de los derechos, 
el Estado no podrá, salvo en ciertas circunstancias, disminuir el nivel alcan­
zado”. Luis Daniel Vázquez y Sandra Serrano, “Los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación 
práctica”, en Miguel Carbonell y Pedro Salazar Ugarte, coords., La reforma 
constitucional de derechos humanos: un nuevo paradigma. México, IIJ­UNAM, 
2011, pp. 1­7 y 25­29. 

13 José Luis Caballero define al principio pro persona como el criterio 
sine qua non de actuación hermenéutica en los casos de interpretación con­
forme y que cumple con dos objetivos; por una parte, define el estándar de 
integración normativa, es decir, aquello que está contenido en una legisla­
ción, y por el otro, es el criterio para señalar qué norma será aplicable en 
caso de antinomias, con independencia de la posición jerárquica que ocu­
pen las mismas. José Luis Caballero, “La cláusula de interpretación conforme 
y el principio pro persona (artículo 1o., segundo párrafo de la Constitución”, 
en M. Carbonell y P. Salazar Ugarte, coords., La reforma constitucional..., op. cit., 
p. 28.
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nacionales o internacionales, que aceptara el Estado Parte del 

Pacto.14

El Pacto reconoce también el “derecho inherente de to­
dos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus 
riquezas y recursos naturales”.15

Conforme al artículo 2, segundo párrafo, del Pacto los Es­
tados Partes están obligados a garantizar el disfrute de los 
derechos económicos, sociales y culturales. Esta obligación 
está íntimamente relacionada con el derecho de los Estados 
Partes de limitar dichos derechos. Sin embargo, dichas limita­
ciones no podrían ser indiscriminadas. El artículo 4 establece 
que el Estado “podrá someter [los derechos económicos, 
sociales y culturales] únicamente a limitaciones determina­
das por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza 
de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el 
bienestar general en una sociedad democrática”. En virtud 
del principio de legalidad que impera en el Derecho, estos 
artículos restringen el ámbito de ejercicio del poder a aque­
llos supuestos que se encuentren determinados en la ley, y 
señala dos condicionantes adicionales: que estas limitacio­
nes no deben ser contrarias a la naturaleza de los derechos, 
es decir, que la restricción que se imponga a los mismos no 
los desvirtúe o los vacíe ya sea de su contenido o de sus 
efectos prácticos, y que la finalidad de la misma sea el bien­
estar general, entendido en el marco de los presupuestos 
democrático constitucionales.16 

14 Ibid., párr. 58, p. 9. 
15 Pacto, artículo 25. Este principio también se encuentra reflejado en 

diversos instrumentos internacionales, incluidas diversas resoluciones de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas. Véase, por ejemplo, la Resolución 
de la Asamblea General No. 1803 (XVII), “Soberanía Permanente sobre Re­
cursos Naturales”, de 14 de diciembre de 1962.

16 Rodrigo Gutiérrez y Pedro Salazar, Igualdad, no discriminación y dere-
chos sociales. Una vinculación virtuosa. México, Conapred, 2011, pp. 25 y 26, 
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Así, aunque se reconoce la existencia de supuestos o si­
tuaciones que justifican la limitación en ciertos momentos 
de los derechos contenidos en el Pacto, para sustraer la de­
terminación de los mismos del arbitrio político pone como 
condición que éstos se encuentren anticipados en la ley,17 
misma que se presupone es legal, legítima y busca como 
objetivo la consolidación del modelo democrático constitu­
cional. Sin embargo, es importante hacer notar que todas las 
restricciones de derechos reconocidas en el Derecho Inter­
nacional de los Derechos Humanos están sujetas al cumpli­
miento de ciertos requisitos: tener una temporalidad esta­
blecida con anterioridad, ser proporcionales al problema que 
se desea combatir y que su restricción no trastoque el obje­
tivo primordial del derecho que se busca limitar. Del mismo 
modo, se debe tener en cuenta que existen derechos, como 
el derecho a la alimentación, cuya garantía no puede sus­
penderse o limitarse por ningún motivo.

La relación entre democracia y derechos humanos no 
está exenta de tensiones que provoquen que en ciertos mo­
mentos algunos derechos humanos tengan que ser limitados 
para dar cauce a la vida democrática y, al mismo tiempo, que 
haya decisiones y fundamentos, especialmente en materia 
de derechos humanos, que se sustraigan de los procesos 
deliberativos democráticos.18 Así como ningún derecho es 

y Pedro Salazar Ugarte, La democracia constitucional. Una radiografía teórica. 
México, Fondo de Cultura Económica, 2006.

17 Uno de los casos más emblemáticos de justificación de limitación de 
derechos con el fin de asegurar la permanencia de un régimen democráti­
co es el llamado “estado de excepción”, por medio del cual un Estado puede 
suspender y restringir el ejercicio de un cierto grupo de derechos con el fin 
de combatir alguna calamidad o catástrofe. Observación General No. 29, 
Comentarios generales adoptados por el Comité de los Derechos Humanos, 
Artículo 4­Suspensión de obligaciones durante un estado de excepción, 
72 Periodo de Sesiones, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7 at 215 (2001).

18 Muchos teóricos de la democracia y los derechos han reconocido esta 
tensión. Como ejemplo, vale la pena mencionar a Luigi Ferrajoli y a Ernesto 
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absoluto ni puede sustraerse a ciertos límites, también los 
presupuestos democráticos tienen que ser restringidos en 
función de la importancia de los derechos humanos. El Pac­
to reconoce y acepta este posible conflicto; por ello, es im­
portante referirnos a los principios de Limburgo, los cuales 
establecen con claridad qué debe entenderse en este caso 
por una sociedad democrática: “Al no existir un modelo úni­
co de sociedad democrática, se considerará como tal a la 
sociedad que reconoce y respeta los derechos humanos es­
tablecidos en la Carta de las Naciones Unidas y en la Decla­
ración Universal de los Derechos Humanos”.19

No obstante lo anterior, el artículo 2, tercer párrafo, del 
Pacto faculta a los países en desarrollo para que, dentro de 
los límites del respeto a los derechos humanos, determinen 
su capacidad financiera para garantizar estos derechos a 
aquellas personas que no sean nacionales y que se encuen­
tren en su territorio. Vale la pena analizar los supuestos con 
detenimiento. En primer lugar, el artículo 2, tercer párrafo, 
permite que sólo los países en desarrollo se beneficien de 

Garzón Valdés. Ferrajoli señala que los derechos fundamentales se encuen­
tran dentro de lo que él denomina la “esfera de lo indecidible y lo no inde­
cidible que no”. Garzón Valdés indica que los derechos constituyen un “coto 
vedado” que no debe ser objeto de decisiones democráticas. Véanse Ernes­
to Garzón Valdés, “Representación y democracia”, en Derecho, ética y política. 
Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1993, pp. 631­650, y Miguel 
Carbonell y Leonardo García Jaramillo, coords., El canon neoconstitucional. 
Bogotá, Universidad del Externado, 2010. Para un estudio práctico sobre las 
tensiones entre democracia y derechos económicos, sociales y culturales, 
véase Carlos Vicente de Roux et al., eds., Derechos económicos sociales y cul-
turales, economía y democracia. Bogotá, Naciones Unidas/CEPAL, 2004.

19 Principios de Limburgo, p. 9, párr. 55. Para la interpretación de este 
artículo se recomienda analizar los Principios de Limburgo, que estable­
cen las directrices básicas, así como los límites y alcances de las disposicio­
nes y los derechos contenidos en este Pacto. Principios de Limburgo relativos 
a la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, U.N. Doc. E/C.12/2000/13 (2 de octubre de 2000).
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esta excepción.20 En segundo término, establece que esa 
limitación discrecional sólo tendrá validez en relación con 
los extranjeros que se encuentren en el país.21 Al respecto, 
el último párrafo incorpora el principio de racionalidad de la 
medida a la garantía de los derechos económicos, sociales y 
culturales.22

II. Derechos protegidos por el Pacto

1. derecho a la libre determinación

El artículo 1 del Pacto codifica el derecho a la libre determi­
nación de los pueblos. Este precepto es uno de los pilares fun­
damentales sobre los que se erige el Sistema Internacional 
de Derechos Humanos. En virtud de la importancia de dicho 
principio tanto en materia política como en materia econó­
mica, social y cultural, este derecho también se encuentra 
reconocido —con idéntica redacción— en el artículo 1, pri­

20 De hecho, ese artículo ha tenido un desarrollo específico en los or­
ganismos internacionales de comercio. La Organización Mundial de Comer­
cio (OMC) reconoce y otorga a los países en desarrollo lo que se denomina 
un “trato especial y diferenciado”, que busca brindarles mayor asistencia, 
otorgarles más tiempo para cumplir con plazos, etcétera.

21 Este párrafo tiene que leerse en consonancia con lo dispuesto en la 
Observación General No. 20, la cual señala la prohibición que tienen los 
Estados de justificar en la problemática económica la no garantía de los de­
rechos económicos, sociales y culturales. En este párrafo, el Comité, si bien 
considera que la ampliación de las garantías de los derechos es deseable, 
tiene en cuenta las condiciones económicas de cada país para hacer de 
éstas una realidad. 

22 Respecto de los alcances del principio de racionalidad en materia de 
derechos económicos, sociales y culturales, existe un interesante debate. 
Véase Luis Daniel Vázquez y Sandra Serrano, “Los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación 
práctica”, en M. Carbonell y P. Salazar Ugarte, coords., La reforma constitucio-
nal…, op. cit. 
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mer párrafo, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos.23 En Palabras del Comité de Derechos Humanos: “El 
Derecho a la autodeterminación es de particular importancia 
debido a que su cumplimiento es una condición esencial 
para la garantía efectiva y la vigilancia de los derechos hu­
manos individuales y para la promoción y fortalecimiento de 
los mismos.24

De acuerdo con la Corte Internacional de Justicia, el dere­
cho a la libre determinación se establece como “la obligación 
de tomar en consideración la voluntad libremente expre­
sada de los pueblos”;25 es decir, se trata del reconocimiento 
del derecho que tienen los pueblos o las personas para ele­
gir de manera libre sus directrices políticas, económicas, so­
ciales y culturales. 

El derecho a la libre determinación le impone a los Esta­
dos dos tipos de obligaciones: de acción, al tomar las medidas 
necesarias para respetar y promover el derecho, y de omisión, 
absteniéndose de realizar cualquier acto que prive a las per­
sona del goce de este derecho o le imponga limitaciones 
irracionales al mismo. En ese mismo tenor, se reconoce el 
derecho a la libre determinación como un derecho erga om-
nes, es decir, que la comunidad internacional en su conjunto 
tiene interés en que se respete.26

23 Una de las vetas más explotadas de este derecho es la que se refiere 
al derecho a la libre determinación de los pueblos indígenas. Por ello, como 
es natural, ha sido expresamente reconocido en la Declaración de las Na­
ciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

24 Observación General No. 12, Derecho de libre determinación (artícu­
lo 1), en Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Ge-
nerales adoptadas por órganos creados en virtud de tratados de derechos hu-
manos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 215 (2008), p. 218.

25 Caso Relativo al Sahara Occidental, Corte Internacional de Justicia, 
Opinión consultiva de 16 de octubre de 1975, p. 31. 

26 Karen Parker, Understanding Self-Determination. The Basics, presenta­
ción del Primer Ciclo de Conferencias sobre el Derecho a la Auto­determi­
nación. Ginebra, Naciones Unidas, 2000.
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El Pacto reconoce, a su vez, que los pueblos son libres de 
disponer de sus riquezas y recursos naturales. El artículo 1, 
segundo párrafo, establece los presupuestos de libre deter­
minación en materia económica, señalando que cada pueblo 
es libre de gestionar sus propios recursos económicos y am­
bientales con el fin de garantizar, de la mejor manera posible, 
la subsistencia de su población y la permanencia del ecosis­
tema.27 Este principio tiene estrecha relación también con el 
derecho inalienable que tiene todo pueblo de disponer y 
disfrutar de sus recursos naturales, mismo que está codifica­
do en el artículo 25 del Pacto.28

2. derechos de no discriminación e igualdad

Los principios de no discriminación e igualdad son dos de los 
principios básicos del Sistema Internacional de Derechos Hu­
manos.29 El Pacto consagra el derecho a la no discriminación 
en su artículo 2, segundo párrafo, y aclara que no se podrá 
discriminar “por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social”.30

27 Para profundizar más sobre este tema, véanse Jorge Carpizo Mc­
Gregor, “Globalización y los principios de soberanía y auto­determinación”, 
Anuario Mexicano de Derecho Internacional. México, IIJ­UNAM, 2004, vol. IV, y 
Hans Morten Haugen, “The right of self­determination and natural resources. 
The case of Western Sahara”, Law Environment and Development Journal. Gi­
nebra, vol. 3, no. 1, 2007. 

28 Véase supra, nota 15.
29 María José Añón Roig, Derechos sociales en perspectiva de género. Qué 

son los DESC. Indivisibilidad. Respeto a las mujeres y garantías jurídicas. Dispo­
nible en: http://www.fundacionhenrydunant.org/documentos/Derechos_
Economicos_Sociales_y_Culturales_y_Genero/Derechos_Sociales_en_pers­
pectiva_de_genero.pdf. Consulta: 4 de noviembre de 2011.

30 Pacto, artículo 2(2).
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Al igual que el deber de adoptar medidas, el derecho a 
la no discriminación, además del valor específico que tiene 
por sí mismo, es considerado un derecho herramienta, ya 
que permite el ejercicio de todos los demás derechos con­
tenidos en el Pacto en consonancia con otro principio bá­
sico del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
que es la igualdad, el cual también se protege con base en 
el artículo 3 del Pacto.31 Debido a esta doble importancia, el 
derecho a la no discriminación se encuentra reconocido 
en todos los instrumentos que conforman el Sistema Uni­
versal de los Derechos Humanos. 

La discriminación “dificulta el ejercicio de los derechos eco­
nómicos, sociales y culturales de una parte considerable de la 
población mundial”.32 En la particular opinión del Comité, 
esta discriminación encuentra su causa en el modelo de cre­
cimiento económico de las naciones, que no ha buscado 
ser sostenible ni equitativo, generando enormes brechas 
socioeconómicas.33

Por tanto, la importancia del derecho a la no discrimina­
ción es tal que el Pacto frecuentemente hace eco de éste al 

31 De acuerdo con Pedro Salazar y a Rodrigo Gutiérrez, la discriminación 
se entiende como 

[…] una relación social en la que un grupo con capacidad de ejercer 
alguna o varias formas de dominio (económico, político, cultural) mi­
nusvalora o repele a otro grupo, colocándolo en una situación de des­
igualdad u opresión. Para hacerlo, se toma como punto de partida algún 
rasgo característico del grupo excluido, y con base en él se construyen 
estereotipos prejuiciados de inferioridad, inmoralidad o peligrosidad. 

Pedro Salazar Ugarte y Rodrigo Gutiérrez Rivas, El derecho a la libertad 
de expresión frente a la no discriminación. Tensiones, relaciones e implicaciones. 
México, IIJ­UNAM/Conapred, 2008, p. 43.

32 Observación General No. 20, La no discriminación y los derechos eco­
nómicos, sociales y culturales (artículo 2, segundo párrafo, del Pacto Inter­
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), U.N. Doc. E/C.12/
GC/20, 2 de julio de 2009, párr. 1.

33 Idem.
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reconocerle los derechos expresados en el mismo a “toda 
persona”, al tiempo que hace énfasis a lo largo de todo el 
documento en la no discriminación y la igualdad en el reco­
nocimiento y ejercicio de algunos de los derechos.34 Como 
señalan Salazar y Gutiérrez:

Los principios de no discriminación e igualdad están reconoci­

dos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia­

les y Culturales (PIDESC), desde el preámbulo y en el cuerpo del 

instrumento. Se trata de un eje transversal que cruza todo el pac­

to y se relaciona de forma indisoluble con todos los derechos 

que en él se establecen. Esto ocurre también en otros instru­

mentos internacionales, como la Carta de las Naciones Unidas 

(artículo 1.3) o la Declaración Universal de Derechos Humanos 

(artículo 2.1), donde se prohíbe la discriminación en el goce de 

los derechos sociales. Asimismo, es posible encontrar disposi­

ciones en este sentido en tratados internacionales sobre discri­

minación racial, discriminación hacia las mujeres, los derechos 

de los niños, los refugiados, los trabajadores migratorios, los pue­

blos indígenas o las personas con discapacidad. En todos esos 

documentos el ejercicio de los derechos sociales queda fuerte­

mente vinculado al derecho a no sufrir discriminación.35

Los Estados Partes tendrán obligaciones de hacer y no 
hacer frente a este derecho. En cuanto a las primeras, se se­
ñala que deberán “adoptar medidas concretas, deliberadas y 
específicas para asegurar la erradicación de cualquier tipo de 
discriminación en el ejercicio de los derechos recogidos en 
el Pacto”, mismas que deberán implicar, para su creación, la 
colaboración conjunta del Estado con estos grupos vulnera­
bles. En ese sentido, impone la obligación de realizar las re­

34 Véase, por ejemplo, Pacto, artículos 7(a)(i), 12(1), 13(1), 15(1).
35 Observación General No. 20, p. 53.
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formas constitucionales y legales necesarias para eliminar 
la discriminación formal o sustantiva, así como la elabo­
ración de planes y programas en materia de políticas públicas 
tendientes a la erradicación de la discriminación material, 
que in cluyan las acciones necesarias para paliar la discrimi­
nación sistemática y el arraigo social de los prejuicios y las 
concepciones ideológicas causantes de la misma.36 

Los Estados también están obligados a abatir tanto la 
discriminación formal, es decir, aquella que pueda estar con­
tenida en el ordenamiento jurídico de un Estado y en las 
políticas públicas o las decisiones judiciales, como la discri­
minación sustantiva, que se refiere al ejercicio efectivo de 
este derecho a través de la adopción de medidas inmediatas 
para nivelar la desigualdad existente entre los grupos histó­
ricamente discriminados y el resto de la sociedad.37

Además de la distinción entre discriminación formal y 
material, el Comité menciona los tipos de discriminación de 
la que se puede ser objeto: discriminación directa, “cuando 
un individuo recibe un trato menos favorable que otro en 
situación similar por alguna causa relacionada con uno de 
los motivos prohibidos de discriminación”, y discriminación 
indirecta, la cual se refiere a “leyes, políticas o prácticas en 
apariencia neutras pero que influyen de manera despropor­
cionada en los derechos del Pacto afectados por los motivos 

36 Ibid., párrs. 37­41.
37 Ibid., párr. 8, pág. 4. Como se verá en el análisis del artículo 3 (véase 

pp. 26 y ss.), los conceptos de discriminación formal y discriminación sus­
tantiva son un complemento de los presupuestos de igualdad formal e 
igualdad material que se han desarrollado en el campo de la teoría política 
y en el de la teoría del Derecho. Al respecto, Cfr. Amartya Kumar Sen, Deve-
lopment as Freedom. Oxford, Oxford University Press, 1999; Rodolfo Vázquez, 
Entre la libertad y la igualdad. Introducción a la Filosofía del Derecho. Madrid, 
Trotta, 2006, y Marcelo Allegre y Roberto Gargarella, coords., El derecho a la 
igualdad: aportes para un constitucionalismo igualitario. Buenos Aires, Lexis­
Nexis, 2007.
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prohibidos de discriminación”.38 Asimismo, el Comité recono­
ce que la discriminación es un fenómeno que tiene lugar en 
la esfera privada, es decir, que los particulares pueden discri­
minar también en demérito de ciertas personas o grupos de 
personas, atentando contra los derechos humanos.39

Aunado a estos supuestos, la Observación General reco­
noce la existencia de la discriminación sistémica, que se ca­
racteriza por su arraigo en las prácticas sociales y que puede 
traducirse, en el campo legislativo, en el de las políticas pú­
blicas o en los comportamientos entre particulares en la es­
fera privada.40 

El derecho a la no discriminación únicamente puede des­
conocerse cuando exista una causa “razonable y objetiva” 
para dispensarlo. En palabras del propio Comité:

[La causa razonable y objetiva] entraña evaluar si el fin y los 

efectos de las medidas o las omisiones de que se trate son le­

gítimos y compatibles con la naturaleza de los derechos reco­

gidos en el Pacto, y si el único fin que se persigue es promover 

el bienestar general en una sociedad democrática. También 

debe existir una relación de proporcionalidad clara y razonable 

entre el fin buscado y las medidas u omisiones y sus efectos. La 

falta de recursos para no acabar con el trato discriminatorio no 

es una justificación objetiva y razonable, a menos que el Estado 

parte se haya esforzado al máximo por utilizar todos los recursos 

38 Observación General No. 20, párr. 9, pág. 5. 
39 Ibid., párr. 11, p. 5. Respecto del debate sobre si los particulares pue­

den violar derechos humanos, véanse Diego Valadés, “La protección de los 
derechos fundamentales frente a particulares”, en Armin von Bogdandy et 
al., coords., La justicia constitucional y su internacionalización. ¿Hacia un ius 
constitucionale commune en América Latina? México, IIJ­UNAM, Max Planck 
Institut/Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional, 2010, y Alexei 
Julio Estrada, La eficacia de los derechos fundamentales entre particulares. Bo­
gotá, Universidad del Externado, 2000.

40 Ibid., párr. 12.
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de que dispone para combatirlo y erradicarlo con carácter prio­

ritario.41

El artículo 3 del Pacto contiene el principio de igualdad 
de género: los Estados Partes “se comprometen a asegurar a 
los hombres y a las mujeres igual título” con el fin de gozar 
los derechos económicos, sociales y culturales. Este artículo 
hace referencia a los dos tipos de igualdad: en sentido formal 
(conocida también como igualdad de iure), es decir, ante la 
ley, e igualdad material (conocida a su vez como igualdad de 
facto). La primera implica que la Constitución, las leyes, las 
políticas públicas generadas en función de las mismas y las 
resoluciones en materia judicial tienen la obligación de re­
conocer la titularidad de los derechos recogidos en el Pacto 
a todas las personas, sin menoscabo del género de las mis­
mas, mientras que la segunda garantiza que todos los hom­
bres y las mujeres puedan ejercer efectivamente sus de­
rechos económicos, sociales y culturales.42 En palabras del 
Comité:

La igualdad formal presupone que se logra la igualdad si las 

normas jurídicas o de otra naturaleza tratan a hombres y muje­

res de una manera neutra. Por su parte, la igualdad sustantiva se 

ocupa de los efectos de las normas jurídicas y otras y de la prác­

tica y trata de conseguir no que mantengan, sino que alivien la 

situación desfavorable de suyo que sufren ciertos grupos.43

41 Ibid., párr. 13.
42 Cuestiones sustantivas que se plantean en la aplicación del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Políticos, Sociales y Culturales. Ob­
servación General No. 16, La igualdad de derechos del hombre y la mujer al 
disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales (artículo 3 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Políticos, Sociales y Culturales, 
2005, párr. 7, p. 3 E/C.12/2005/4).

43 Ibid., p. 138, párr. 7.
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Debido a la importancia de este principio, se hace refe­
rencia al mismo en los documentos internacionales funda­
mentales. Así, esta disposición parte de lo establecido en la 
Carta de las Naciones Unidas,44 la Declaración Universal de 
Derechos Humanos45 y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos.46

Este principio debe interpretarse en consonancia con el 
artículo 2, segundo párrafo, del Pacto, que expresa y recono­
ce el derecho a la no discriminación por motivo de sexo.47 
Sin embargo, en virtud de la importancia que tiene para las 
Naciones Unidas la lucha por la igualdad de género, se deci­

44 Carta de las Naciones Unidas, artículo 1(3):

Los propósitos de las Naciones Unidas son […] Realizar la cooperación 
internacional en la solución de problemas internacionales de carácter 
económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo 
del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales 
de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o reli­
gión […]

45 Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 2:

Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. Además, 
no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica 
o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una 
persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un terri­
torio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cual­
quier otra limitación de soberanía.

46 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 3: “Los 
Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres 
y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos 
enunciados en el presente Pacto”.

47 De igual manera, la interpretación de este artículo debe de tener en 
cuenta la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi­
nación contra la Mujer. Resolución de la Asamblea General 34/180, U.N. 
GAOR Supp. (No. 46), p. 193, U.N. Doc. A/34/46, adoptada el 18 de diciembre 
de 1979 y ratificada por México el 23 de marzo de 1981.
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dió establecer un artículo que hiciera referencia expresa a 
este tema. La justificación para hacer hincapié en la igualdad 
entre el hombre y la mujer es la siguiente: 

El género afecta al derecho igual del hombre y la mujer a dis­

frutar de sus derechos. El género alude a las expectativas y 

presupuestos culturales en torno al comportamiento, las acti­

tudes, las cualidades personales y las capacidades físicas e inte­

lectuales del hombre y la mujer sobre la base exclusiva de su 

identidad como tales. Las hipótesis y las expectativas basadas 

en el género suelen situar a la mujer en situación desfavorable 

con respecto al disfrute sustantivo de derechos, como el de ac­

tuar y ser reconocida como un adulto autónomo y con plena 

capacidad, participar plenamente en el desarrollo económico, 

social y político y tomar decisiones sobre sus circunstancias y 

condiciones propias. Las ideas preconcebidas sobre el papel 

económico, social y cultural en función del género impiden que 

el hombre y la mujer compartan responsabilidades en todas las 

esferas en que lo exige la igualdad.48

Con la plena realización de la igualdad material en men­
te, la Observación General No. 15 impone a los Estados Partes 
del Pacto la obligación de establecer medidas especiales pro-
visionales, que son acciones que debe realizar el Estado en 
todos los ámbitos de su competencia para mitigar y, even­
tualmente, eliminar las condiciones que mantienen la des­
igualdad de facto entre el hombre y la mujer.49 En virtud de 

48 Observación General No. 16, p. 139, párr. 14.
49 Uno de los ejemplos más emblemáticos de las medidas especiales 

provisionales lo constituyen las llamadas acciones afirmativas. En México, 
un ejemplo de acciones afirmativas son los programas sociales enfocados 
específicamente en la mujer, como es el programa “Mujer y Salud” de la 
Secretaría de Salud, que busca eliminar las desigualdades que prevalecen 
entre hombres y mujeres en materia de acceso a la salud, así como la identi­
ficación y tratamiento de enfermedades con perspectiva de género. 
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que estas medidas implican la realización de una diferen­
cia que podría considerarse, paradójicamente, discriminato­
ria, el Comité aclara: 

[Estas] medidas no deben considerarse discriminatorias en sí 

mismas, ya que se basan en la obligación del Estado de eliminar 

las desventajas causadas por las leyes, tradiciones y prácticas 

discriminatorias, pasadas y presentes. La índole, duración y apli­

cación de tales medidas deben determinarse teniendo en cuen­

ta la cuestión y el contexto específicos y deben reajustarse 

cuando las circunstancias lo requieran. Los resultados de esas 

medidas deberían supervisarse para interrumpir éstas cuando 

se hayan alcanzado los objetivos para los que se adoptaron.50

Las obligaciones derivadas de los derechos de igualdad 
protegidos por el Pacto se aplican de manera general a todos 
los demás derechos protegidos por éste. “Requiere atender 
a los prejuicios sociales y culturales en materia de género, 
estipular la igualdad en la asignación de recursos y promover 
la participación en las obligaciones de la familia, la comuni­
dad y la vida pública”.51 Sin embargo, le otorga a los Estados 
la facultad de utilizar las medidas que mejor considere para 
cumplir con esta obligación, siempre y cuando contemplen 
la creación de mecanismos e instituciones eficaces, sean in­
cluyentes en la elaboración de las mismas y comprendan la 
elaboración de indicadores y bases de referencia de los avan­
ces de las mismas.52

Por último, en cuanto a los conceptos de violación de 
este artículo, el Consejo General ha determinado que “la adop­
ción y aplicación de medidas regresivas que afecten a la 

50 Observación General No. 16, p. 145, párr. 36.
51 Ibid., p. 144, párr. 32.
52 Ibid., p. 145, párrs. 36­39.
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igualdad del derecho del hombre y la mujer en cuanto al 
disfrute de todos los derechos enunciados en el Pacto cons­
tituye una violación del artículo 3”.53 Esto significa que, de 
acuerdo con la interpretación expansiva de los derechos 
humanos y sus garantías, cualquier intento por realizar una 
medida que limite o menoscabe la igualdad tanto formal 
como material entre el hombre y la mujer, ya sea esta una 
acción o una omisión, será considerada una violación del 
Pacto.54

En el caso de México, el Comité ha reconocido diversos 
esfuerzos por parte del Estado por cumplir con el Pacto. En­
tre los aspectos que consideró positivos con motivo del aná­
lisis del más reciente informe presentado por México, encon­
tró el establecimiento del Instituto Nacional de las Mujeres 
(Inmujeres) como una medida para promover el ejercicio de 
todos los derechos de las mujeres y los hombres en condi­
ciones de igualdad.55 No obstante, el Comité se lamentó de 
que en 14 entidades federativas no hubiera una ley sobre 
igualdad de género y existieran disposiciones discriminato­
rias en diversos códigos civiles; el Comité señaló, entre varios 
ejemplos, la necesidad de obtener el consentimiento del 
esposo para que una mujer trabaje.56 

53 Ibid., p. 146, párr. 42.
54 Sobre este tema, véase Robert E. Robertson, “Meassuring state compli­

ance with the obligation to devote the ‘maximum available resources’ 
to realizing economic, social and cultural rights”, Human Rights Quarterly, 
vol. 16, no. 4, noviembre de 1994.

55 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Examen de los 
informes presentados por los Estados Partes de conformidad con los artículos 16 
y 17 del Pacto. Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales. U.N. Doc. E/C.12/MEX/CO/4, 9 de junio de 2006, p. 2, párr. 6.

56 Ibid., p. 2, párr. 11.
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3. derechos laborales

Los derechos laborales se contemplan en los artículos 6, 7 y 
8 del Pacto. Debido tanto a su valor intrínseco, histórico y ne­
cesario como a su condición indispensable para el goce de 
otros derechos humanos,57 se encuentran reconocido en 
diversos tratados y pactos Internacionales, y cuentan con 
un organismo internacional especializado, la Organización In­
ternacional del Trabajo.58 Haciendo eco de esto, el Comité 
opina que

El derecho al trabajo es esencial para la realización de otros 

derechos humanos y constituye una parte inseparable e inhe­

rente de la dignidad humana. Toda persona tiene el derecho a 

trabajar para poder vivir con dignidad. El derecho al trabajo 

sirve, al mismo tiempo, a la supervivencia del individuo y de su 

familia y contribuye también, en tanto que el trabajo es libre­

mente escogido o aceptado, a su plena realización y a su reco­

nocimiento en el seno de la comunidad.59

Conforme al Pacto, toda persona tiene derecho a un tra­
bajo digno, el cual se ha definido como “el trabajo que res­
peta los derechos fundamentales de la persona humana, así 

57 Observación General No. 18, El derecho a la seguridad social (artícu­
lo 9), en Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Ge-
nerales adoptadas por órganos creados en virtud de tratados de derechos hu-
manos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 215 (2008), párr. 1.

58 La OIT es la institución mundial responsable de la elaboración y su­
pervisión de las Normas Internacionales del Trabajo, cuyos objetivos son la 
promoción de los derechos laborales, el fomento de un trabajo decente, el 
mejoramiento de la protección social y el fortalecimiento del diálogo en 
materia laboral. Se fundó en 1919 y más adelante constituyó la primera 
agencia de las Naciones Unidas. Las disposiciones del artículo 6 de este 
Pacto deberán interpretarse de conformidad con los análisis y documentos 
emitidos por la Organización Internacional del Trabajo. 

59 Observación General No. 18, p. 166, párr. 1.
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como los derechos de los trabajadores en lo relativo a con­
diciones de seguridad laboral y remuneración […] ofrece una 
renta que permite a los trabajadores vivir y asegurar la vida 
de sus familias”.60

En términos de normatividad, el derecho al trabajo tiene 
dos dimensiones: en primer plano como un derecho que se 
ejerce de manera individual, y en segundo, en su ejercicio 
colectivo,61 en que guarda estrecha vinculación con el dere­
cho de asociación y el derecho de huelga. Las obligaciones 
básicas de los Estados Partes respecto del derecho al trabajo 
son tres: garantizar el derecho de acceso al empleo, en espe­
cial por lo que respecta a las personas y grupos desfavoreci­
dos y marginados, de forma que ello les permita llevar una 
existencia digna; abstenerse de adoptar medidas que tengan 
como resultado el aumento de la discriminación y del trato 
desigual, y adoptar y aplicar una estrategia y un plan de ac­
ción nacionales de empleo.62

En términos generales, la Observación General No. 18 
dota de interpretación a este artículo y reconoce el derecho 
al trabajo como un ejercicio de los derechos de libertad, ya 
que el trabajo deberá ser libremente elegido y aceptado, 
además de que plantea la garantía contra el despido injusti­
ficado. Del mismo modo, expresado en términos negativos, 

60 Ibid., p. 168, párr. 7.
61 Cabe señalar que, aunque los derechos fundamentales se ejerzan de 

manera colectiva, la titularidad de los mismos es individual. Cabe recordar 
que toda la construcción del Sistema Internacional de Derechos Humanos, 
así como la concepción de la teoría garantista de los derechos fun damentales, 
parte de la tradición liberal e iluminista que se basa precisamente en que 
el hombre, como ser individual, sea el punto de partida y llegada de toda la 
construcción institucional. Luigi Ferrajoli, “Los fundamentos de los derechos 
fundamentales”, en Ermanno Vitale, coord., Los fundamentos de los dere-
chos fundamentales. Madrid, Trotta, 2005, y Maurizio Fioravanti, Los derechos 
fundamentales. Apuntes de historia de las constituciones. Madrid, Trotta, 1996. 

62 Observación General No. 18, pp. 173­174, párr. 31.
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el derecho al trabajo incluye a su vez el derecho a no estar 
obligado a realizar un trabajo.63 

Del mismo modo, el Comité hace hincapié en la impor­
tancia de un trabajo en un sector estructurado de la econo­
mía, ya que esto es requisito indispensable para que éste 
cumpla con todas las condiciones establecidas en el Pac­
to.64 En ese sentido, es importante mencionar que en sus 
observaciones al cuarto informe periódico de nuestro país, 
el Comité le informó a México que “observa[ba] con preocu­
pación que aproximadamente 40% de la población activa 
[…] trabaja en el sector no estructurado”.65

Por otra parte, para que exista un verdadero reconoci­
miento y garantía del derecho al trabajo se requiere dispo­
nibilidad —que el Estado brinde servicios que permitan la 
ubicación y selección del empleo existente—, accesibilidad 
—que el mercado laboral esté al alcance de cualquier per­
sona— y aceptabilidad y calidad —que el trabajo cumpla 
con los requisitos del Pacto.66

El Comité hizo consideraciones adicionales que los Esta­
dos Partes deben tener en cuenta en relación con ciertos 
grupos: las mujeres, los jóvenes, los niños, las personas ma­
yores, las personas con discapacidad y los migrantes.67 En el 
caso de México, el Comité le hizo varios señalamientos en 
cuanto a estos grupos. Primero, le externó su preocupación 
porque los salarios mínimos son bajos, “sobre todo los de las 
mujeres y los indígenas”.68 También se mostró profundamen­
te preocupado “por las malas condiciones de trabajo de los 

63 Ibid., p. 167, párr. 6.
64 Ibid., p. 168, párr. 10.
65 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observaciones 

finales del Comité, p. 3, párr. 12.
66 Ibid., pp. 168­169, párr. 12. 
67 Ibid., pp. 169­171, párrs. 13­18.
68 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observaciones 

finales del Comité, p. 3, párr. 13.
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trabajadores indígenas”.69 Para finalizar, el Comité reiteró “su 
preocupación por la práctica de los empleadores de la indus­
tria maquiladora […] que exigen a las mujeres certificados 
de no gravidez”.70

Es importante mencionar que el derecho al trabajo no ga­
rantiza que todos tendrán el trabajo que deseen, o incluso 
un trabajo, pero precisa que el abatimiento total del desem­
pleo debe ser un objetivo explícito de los gobiernos y subra­
ya los pasos progresivos que éstos deben seguir con el fin 
de ayudar a las personas a encontrar empleo. Entre estos pa­
sos destacan la obligación de proveer asesoría vocacional y 
técnica, implementar programas de capacitación, políticas 
y programas que promuevan el empleo total y productivo, 
así como otras iniciativas para dar a las personas los insumos 
necesarios con el fin de que puedan encontrar un trabajo 
decente. Los gobiernos tienen además la obligación de ase­
gurar la no discriminación y la igual protección del empleo, 
en especial para grupos minoritarios y vulnerables, tanto en 
el sector público como en el privado. 

Por último, el artículo 8 del Pacto regula lo referente al 
ejercicio colectivo del derecho al trabajo, en especial sus dos 
expresiones más importantes: el derecho de asociación sin­
dical (el derecho a formar sindicatos y el derecho de los sindi­
cados, a su vez, de formar federaciones o confederaciones) 
y el derecho a huelga. Resulta interesante que en sus obser­
vaciones a México el Comité expresara su preocupación 
“por las rigurosas restricciones contenidas en la Ley […] res­
pecto del derecho a constituir sindicatos y adherirse a éstos, 
como los monopolios sindicales, las cláusulas de exclusión, 
los requisitos de edad mínima y de otra clase”.71 Al respecto, 

69 Ibid., p. 3, párr. 14.
70 Ibid., p. 3, párr. 15.
71 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observaciones 

finales del Comité, p. 3, párr. 16.
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el Comité exhortó a México para que restara eficacia a las 
“cláusulas de exclusión” por las que los patrones solamente 
pueden contratar trabajadores miembros del sindicato exis­
tente en el lugar de trabajo, y recomendó que se extendie­
ra la competencia de las comisiones de derechos humanos a 
las presuntas violaciones de los derechos laborales.72

4. derecho a la seguridad social

El derecho a la seguridad social se reconoce en el artículo 9 
del Pacto y ha motivado la Observación General No. 19 del 
Comité.73 Este derecho se encuentra reconocido también en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos,74 así como 
en el Protocolo de San Salvador75 y la Carta Europea.76 Aun­
que en principio era un apéndice del derecho al trabajo, con 
el tiempo adquirió relevancia por sí mismo al incorporarse 
los supuestos en los cuáles éste podía ejercerse, así como los 
sujetos titulares del mismo.77 

72 Ibid., p. 5, párr. 34.
73 Observación General No. 19, El derecho a la seguridad social (artícu­

lo 9), en Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Ge-
nerales adoptadas por órganos creados en virtud de tratados de derechos hu-
manos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 215 (2008).

74 Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 22 “toda per­
sona […] tiene derecho a la seguridad social”; artículo 25(1) “[toda persona 
tiene] derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, 
viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad”.

75 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Hu­
manos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protoco­
lo de San Salvador”, artículo 9.

76 Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, artícu­
lo 34.

77 Constituye un ejemplo de la progresividad y la universalidad en los 
derechos sociales. Este derecho, de ser reconocido únicamente a los traba­
jadores —en parte gracias a la tradición socialista y a su contraparte welfa­
rista—, se fue incorporando como una obligación del Estado hacia todas 
las personas hasta consolidarse como un derecho humano. Veánse Ángel 
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El derecho a la seguridad social se define como

[E]l derecho a obtener y mantener prestaciones sociales, ya sea 

en efectivo o en especie, sin discriminación, con el fin de obte­

ner protección, en particular contra: a) la falta de ingresos pro­

cedentes del trabajo debido a enfermedad, invalidez, materni­

dad, accidente laboral, vejez o muerte de un familiar; b) gastos 

excesivos de atención de salud; c) apoyo familiar insuficiente, 

en particular para los hijos y los familiares a cargo.78

De acuerdo con el criterio del Comité, los Estados Partes 
deben adoptar planes contributivos y planes no contributi­
vos a efecto de cumplir con sus obligaciones conforme al 
artículo 9 del Pacto.79 Los planes contributivos son aquellos 
basados en un seguro y por lo regular implican “el pago de 
cotizaciones obligatorias de los beneficiarios, los empleado­
res y a veces el Estado”.80 Los planes no contributivos son los 
planes de cobertura universal, que “en principio ofrecen la pres­
tación correspondiente a toda persona expuesta a un ries go 
o situación imprevista particular”, y los planes de asistencia 
social, mediante los cuales “reciben las prestaciones las per­
sonas necesitadas”.81 Por supuesto, se reconoce asimismo la 
eficiencia de los planes de autoayuda y los privados.

Se hace patente el criterio de indivisibilidad e interdepen­
dencia de los derechos humanos y de los derechos sociales, 

Guillermo Ruiz Moreno, “La deslaboralización del derecho de la seguridad 
social y su autonomía con respecto del derecho laboral”, Revista Latinoa-
mericana de Derecho Social, julio­diciembre de 2008; Christopher Pierson 
y Francis G. Carter, The Welfare State Reader. Cambridge, Polity Press, 2006, y 
Ruth Lister, “From equality to social inclusion: New Labour and the Welfare 
State”, Critical Social Policy. Londres, Reino Unido, SAGE, vol. 18, no. 55, mayo 
de 1998.

78 Observación General No. 19, p. 181, párr. 2.
79 Ibid., p. 181, párr. 4.
80 Idem.
81 Idem.
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en particular cuando consideramos la Observación General 
19, la cual señala la importancia que tiene el derecho a la 
seguridad social para la realización plena de otros derechos, 
como es el derecho a la salud, el derecho al trabajo en las con­
diciones establecidas por el propio Pacto o los derechos otor­
gados a grupos vulnerables como son las personas mayores 
y los discapacitados.82

Cabe destacar que el Comité identifica una serie de casos 
problema que deben atenderse de manera especial en el 
reconocimiento y garantía de este derecho. En el primero de 
los casos identifica a los trabajadores que, debido a las con­
diciones en las que laboran, son discriminados en el acceso 
a la seguridad, como son los trabajadores domésticos, los 
temporales, los autoempleados, así como grupos vulnera­
bles como las mujeres, las poblaciones indígenas, las perso­
nas con discapacidad y los trabajadores migrantes y sus fami­
lias. Del mismo modo, se refiere a la problemática generada 
por el aumento de la población que realiza labores en el mar­
co de lo que se conoce como economía no estructurada. Al 
respecto, propone una serie de medidas: a) la eliminación 
de los obstáculos que impiden el acceso de esas personas a 
los planes de seguridad social no tradicionales, como el se­
guro comunitario; b) el otorgamiento de un nivel mínimo de 
cobertura de riesgos e imprevistos con una expansión pro­
gresiva con el tiempo, y c) el respeto y el apoyo a los planes 

82 Ibid., párr. 28. Sobre los criterios de interdependencia e indivisibilidad, 
Abramovich y Courtis señalan: “Podría decirse entonces que la adscripción 
de un derecho al catálogo de derechos civiles y políticos o al de derechos 
económicos, sociales y culturales tiene un valor heurístico, ordenatorio, cla­
sificatorio, pero que una conceptualización más rigurosa llevaría a admitir 
un continuum de derechos, en el que el lugar de cada derecho esté deter­
minado por el peso simbólico del componente de obligaciones positivas o 
negativas que lo caractericen”. Víctor Abramovich y Christian Courtis, “Hacia 
la exigibilidad de los derechos”, en Miguel Carbonell, Juan Antonio Cruz 
Parcero y Rodolfo Vázquez, comps., Derechos sociales y derechos de las mino-
rías. México, UNAM/Porrúa, 2004, p. 145.
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de seguridad social desarrollados en el marco de la economía 
no estructurada, como los planes de microseguro y otros 
planes de microcrédito afines.83

En sus observaciones a México, el Comité mostró su in­
quietud porque el plan de seguro de desempleo en México 
solamente comprende el cese de empleo a una edad avan­
zada84 y porque, “pese al programa Seguro Popular, aproxi­
madamente la mitad de la población [de México] no tiene 
derecho a la seguridad social ni a la asistencia social”.85 Como 
resultado de lo anterior, el Comité recomendó a nuestro país 
que reevaluara reformar el sistema de jubilación y adoptar 
medidas para ampliar los criterios de admisibilidad al seguro 
de desempleo para que todos los desempleados tengan ac­
ceso a sus prestaciones.86

5. derecho a la vida familiar

El derecho a la vida familiar se reconoce en el artículo 10 
del Pacto. Este artículo ahonda en la adopción de medidas 
especiales que se encuentran recogidas a lo largo de todo 
el documento y de manera especial en los artículos 2, se­
gundo párrafo, y 3. Esta disposición tiene como propósito 
proteger a tres sectores específicos: la familia,87 las mujeres 

83 Ibid., párr. 34. 
84 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observaciones 

finales del Comité, p. 3, párr. 17.
85 Ibid., p. 3, párr. 18.
86 Ibid., p. 6, párrs. 35­36.
87 El reconocimiento de la familia como titular de medidas especiales 

para su protección ha generado controversia desde diferentes perspecti­
vas. En primer lugar, ha sido objeto de discusión qué entiende el Derecho In­
ternacional por “familia”, ya que en la actualidad existe un debate y una lucha 
por dejar atrás la concepción de matriz judeo­cristiana de la que todavía 
encontramos velados matices en el Derecho Internacional, las cual asume 
que una familia es aquella unidad social integrada por el padre, la madre y 
los hijos, a fin de considerar dentro de esta categoría otros tipos de familia, 
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—en particular las embarazadas—, y los niños y adoles­
centes.88

Conforme al artículo 10, primer párrafo, del Pacto, los Es­
tados Partes tienen obligación de proteger y asistir a la fa­
milia para su constitución, y se contrae el matrimonio con el 
libre consentimiento de los futuros cónyuges. Esta disposi­
ción provocó que el Comité observara con preocupación la 
edad de consentimiento entre las mujeres y los hombres 
para contraer matrimonio,89 debido a que en numerosas en­
tidades federativas una mujer puede contraer matrimonio a 
los 14 años sin el consentimiento de sus padres, mientras 
que los hombres lo hacen a partir de los 16 años. El Comité 
recomendó a México que se incrementaran las edades re­
queridas para contraer matrimonio sin el consentimiento de 
los padres90 para proteger la formación de la familia.

6. derecho a un nivel de vida adecuado

El derecho a un nivel de vida adecuado se reconoce en el 
artículo 11 del Pacto. Este derecho se ha desarrollado a partir 
de los componentes que lo conforman; lo reconoce como 
un derecho que comprende varios derechos fundamentales: 

como son los monoparentales o los que están conformadas por dos perso­
nas del mismo sexo. Al respecto, véanse John Tobin y Ruth McNair, “Public 
International Law and the regulation of private spaces: does the Convention 
on the Rights of the Child impose an obligation on States to allow gay and 
lesbian couples to adopt?”, International Journal of Law, Policy and the Family, 
vol. 23, no. 1, 2009; Scott Norton, “What’s sex got to do with it? A cinematic 
critique on the arguments against same­sex marriage”, Hastings Communica-
tions and Entertainment Law Journal, vol. 31, no. 2, invierno de 2008, y Andrew 
L. Weinstein, “The crossroads of a legal fiction and the reality of families”, 
Maine Law Review, no. 61, 2009, p. 319. 

88 Véase comentario a los artículos 2, 3, 6, 7 y 8 en este documento. 
89 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observaciones 

finales del Comité, p. 3, párr. 21.
90 Ibid., p. 40.
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el derecho a la vivienda, el derecho a la alimentación, el de­
recho al agua, el derecho al vestido, así como el derecho a la 
salud y a la educación.91 Los primeros tres derechos han me­
recido una Observación General por Parte del Comité y los 
explicaremos brevemente a continuación.92

6.1. Derecho a la alimentación

De acuerdo con lo señalado por Jean Ziegler, Relator Especial 
de las Naciones Unidas, el derecho a la alimentación consis­
te en: 

[…] el derecho a tener acceso regular, permanente y sin restric­

ciones a la alimentación, ya sea directamente o a través de la 

compra, a un nivel suficiente y adecuado, tanto en términos 

cualitativos como cuantitativos, que corresponda a las tradicio­

nes culturales de la población a la que el consumidor pertene­

ce, y que garantice una vida psíquica y física, individual y colec­

tiva, satisfactoria, digna y libre de temor.93

91 En virtud de que los últimos dos derechos mencionados han sido 
regulados expresamente en el Pacto y cuentan con sus propias interpreta­
ciones en las Observaciones Generales 11, 13 y 14, se tratarán en sus apar­
tados correspondientes.

92 En este artículo, que resume el núcleo de lo que son los derechos 
sociales, puede apreciarse con claridad cómo el principio de interdepen­
dencia, que es transversal al reconocimiento pero en particular a la justicia­
bilidad de los mismos, es fundamental para su desarrollo y realización. Al 
respecto, véanse Gerardo Pisarello, Los derechos sociales y sus garantías. Ele-
mentos para una reconstrucción. Madrid, Trotta, 2007; M. Carbonell, J. A. Cruz 
Parcero y R. Vázquez, coords., Derechos sociales y derechos de las minorías, op. 
cit., y Víctor Abramovich y Christian Courtis, Los derechos sociales como dere-
chos exigibles. 2a. ed. Madrid, Trotta, 2004.

93 Jean Ziegler, “Informe del Relator Especial sobre el derecho a la ali­
mentación”, Consejo Económico y Social, E/CN.4/2001/53, febrero de 2001, 
párr. 14.
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En su informe, el Relator Especial sobre el derecho a la 
alimentación estableció las dimensiones del derecho a la ali­
mentación: la seguridad alimentaria y el concepto de alimen­
tación adecuada, que, de acuerdo con este documento,

[…] se ejerce cuando todo hombre, mujer o niño, ya sea solo o 

en común con otros, tiene acceso físico y económico, en todo 

momento, a la alimentación adecuada o a medios para obte­

nerla. Por ello, el derecho a la alimentación debe ser entendido 

de modo amplio, considerando el acceso físico y económico a 

los alimentos adecuados o a medios para obtenerlos en cual­

quier momento, y no de un modo restrictivo que se ciña a una 

dotación de calorías, proteínas y otros nutrientes. Igualmente, 

se reconoce que el derecho a la alimentación adecuada tendrá 

que ser alcanzado de un modo progresivo.94

Además, este documento establece el contenido básico 
del derecho, el cual resume en dos puntos: a) la disponibili­
dad de alimentos en cantidad y calidad suficientes para sa­
tisfacer las necesidades alimentarias de los individuos, sin 
sustancias nocivas, y aceptables para una cultura determina­
da, y b) la accesibilidad de esos alimentos en formas que sean 
sostenibles y que no dificulten el goce de otros derechos 
humanos.95

Además del Pacto y la Observación General 12, otros do­
cumentos en materia internacional que establecen el dere­
cho a la alimentación como derecho fundamental son el 
Protocolo Adicional a las Convenciones de Ginebra, el Pacto 

94 Ibid., párr. 17. Cfr., Observación General No. 11. El derecho a una ali­
mentación adecuada (artículo 11), en Recopilación de las Observaciones Ge-
nerales y Recomendaciones Generales adoptadas por órganos creados en virtud 
de tratados de derechos humanos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 215 (2008), 
p. 72, párr. 6.

95 Ibid., párr. 8
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Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración 
Universal para la Erradicación del Hambre y la Malnutrición, la 
Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención para 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación para el 
Trabajador Migrante y su Familia, entre otras.

6.2. Derecho a la vivienda

Al igual que los demás derechos protegidos por el Pacto, el 
derecho a la vivienda se debe garantizar a toda persona, con 
independendencia de sus ingresos o acceso a recursos eco­
nómicos. El Comité ha definido al derecho a la vivienda de 
la siguiente forma:

[E]l derecho a la vivienda no se debe interpretar en un sentido 

estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, con el cobi­

jo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima 

de la cabeza o lo considere exclusivamente como una comodi­

dad. Debe considerarse más bien como el derecho a vivir en 

seguridad, paz y dignidad en alguna parte. Y así debe ser por lo 

menos por dos razones. En primer lugar, el derecho a la vivien­

da está vinculado por entero a otros derechos humanos y a los 

principios fundamentales que sirven de premisas al Pacto […] 

En segundo lugar, la referencia que figura en el primer párrafo 

del artículo 11 no se debe entender en sentido de vivienda a 

secas, sino de vivienda adecuada.96

96 Observación General No. 4, El derecho a una vivienda adecuada (pá­
rrafo 1 del artículo 11 del Pacto), en Recopilación de las Observaciones Gene-
rales y Recomendaciones Generales adoptadas por órganos creados en virtud 
de tratados de derechos humanos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 (2008), p. 23, 
párr. 7. Respecto del derecho de vivienda, véanse Gerardo Pisarello Prados, 
Vivienda para todos: un derecho en (de)construcción. El derecho a una vivienda 
digna y adecuada como derecho exigible. Barcelona, Icaria, 2003, y Gerar­
do Pisarello Prados, “El derecho a la vivienda como derecho social. Implica­
ciones constitucionales”, Revista catalana de dret públic. Barcelona, Escola 
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El concepto “vivienda adecuada” fue definido por la Co­
misión de Asentamientos Humanos y la Estrategia Mundial 
de Vivienda hasta el año 2000, cuando dijo:

[…] el concepto de “vivienda adecuada” […] significa disponer 

de un lugar donde poderse aislar si se desea, espacio adecuado, 

seguridad adecuada, iluminación y ventilación adecuadas, una 

infraestructura básica adecuada y una situación adecuada en 

relación con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un 

costo razonable.97

El derecho a una vivienda adecuada se aplica a toda per­
sona, no obstante que el artículo “para sí y su familia” en el 
artículo 11 del Pacto supone actitudes preconcebidas en 
cuanto al papel de los sexos y a las estructuras y actividad 
económica que eran de aceptación común cuando se adop­
tó el Pacto en 1966. El Comité considera que este concepto 
se extiende en la actualidad a las personas u hogares cuya 
cabeza de familia es una mujer, así como a cualesquiera otros 
grupos o formas de organización social. Así, el concepto de 
“familia” debe entenderse en sentido lato,98 interpretación 
que se refuerza al recordar las disposiciones en contra de la 
discriminación que se encuentran en el artículo 2, segundo 
párrafo, del Pacto.

En el caso de México, el Comité observó que los progra­
mas de vivienda “no responden adecuadamente a las nece­
sidades de vivienda de los pobres”99 y recomendó a este país 
que adoptara una “legislación nacional completa sobre la 

d’Administració Pública de Catalunya­Generalitat de Catalunya, no. 38, 2009, 
entre otras publicaciones.

97 Observación General No. 4, p. 23, párr. 7.
98 Ibid., p. 23, párr. 6.
99 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observaciones 

finales del Comité, p. 4, párr. 24.
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vivienda, incluida una ley de control de alquileres, y que pro­
mueva la vivienda de alquiler asequible e invierta en vivien­
da social” para cumplir cabalmente con sus obligaciones de 
acuerdo con el Pacto y para satisfacer las necesidades de las 
personas más necesitadas.100

6.3. Derecho al agua

El derecho al agua se reconoció por primera vez en la Decla­
ración de Mar del Plata en 1977. Sin embargo, es el Comité 
quien ha desarrollado los límites e implicaciones de este de­
recho que, aunque no se encuentra expresamente recono­
cido entre los derechos que se enumeran en el artículo 11 
del Pacto, forma parte del grupo de derechos que conforman 
el derecho a un nivel de vida adecuado.101 De conformidad, 
este derecho tiene un papel tan fundamental para la subsis­
tencia humana que ha cobrado centralidad en fechas recien­
tes, sobre todo en relación con la justiciabilidad (es decir, la 
garantía) del mismo, así como en diversos casos relacionados 
con acciones colectivas que buscan garantizar el acceso 
equitativo al agua para comunidades indígenas, o bien la 
preservación de ecosistemas acuáticos. 

El derecho al agua se define como “el derecho de todos 
a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible 
y asequible para el uso personal y doméstico”.102 El derecho 
al agua es considerado por el Comité como un derecho fun­
damental y como un derecho instrumento que, además de 

100 Ibid., p. 7, párr. 43.
101 Observación General No. 15, El derecho al agua (artículos 11 y 12 del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), en Re-
copilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales adop-
tadas por órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, U.N. 
Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 (2008), p. 118, párr. 1.

102 Ibid., p. 118, párr. 2.
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tener valor por sí mismo, posee un valor en función del papel 
que ocupa para la realización de los demás derechos hu­
manos, desde el derecho a la vida hasta el derecho a una 
alimentación adecuada o a la salud, por mencionar solamen­
te algunos.

De acuerdo con el Comité, el contenido normativo del 
derecho al agua tiene una doble dimensión porque a la par 
contiene libertades y derechos; libertades que se entien­
den como el derecho strictu sensu a que se reconozca el de­
recho al acceso al agua potable sin limitaciones o restriccio­
nes de ningún tipo, y el derecho entendido como la garantía 
de ejercicio del mismo, es decir, la obligación del Estado de 
implementar las medidas y políticas necesarias para asegurar 
el cumplimiento de este ejercicio.

El Comité hace hincapié en la aplicación del principio de 
igualdad y el derecho de no discriminación en materia del 
derecho al agua, al señalar que los Estados tienen la obli ga­
ción de buscar la eliminación tanto de iure como de facto en 
cuanto a este derecho, teniendo especial consideración con 
los grupos vulnerables, históricamente discriminados, o con las 
minorías.103

En materia de obligaciones, igual a como sucede con los 
otros derechos sociales y con el derecho a la no discrimina­
ción, es importante recordar el deber de vigilar el cumpli­
miento de los principios de progresividad, no regresividad, 
universalidad y expansión del derecho al agua. 

Asimismo, el Comité establece la tríada de obligaciones 
de proteger, cumplir y garantizar los presupuestos básicos esta­
blecidos en dicho documento. Aunado a esto, fija la obliga­
ción para los Estados Partes de cooperar entre sí para lograr 
el cabal cumplimiento de este derecho.104

103 Ibid., párrs. 13­17. 
104 Ibid., párrs. 18­36.
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Por último, la Observación hace referencia a algunas obli­
gaciones de terceros que no son parte del Pacto, en especial 
a los organismos internacionales, para los que señala que 
“[l]a incorporación de la normativa y los principios de dere­
chos humanos en los programas y políticas de las organiza­
ciones internacionales facilitará en gran medida la realización 
del derecho al agua”.105

7. derecho a la salud

El derecho a la salud está reconocido en el artículo 12 del 
Pacto, y se refiere al derecho que tiene toda persona a dis­
frutar del más alto nivel posible de salud física y mental, así 
como de toda la gama de facilidades, bienes, servicios y con­
diciones necesarios para alcanzar el más alto nivel posible de 
salud.106 En ese sentido, “el derecho a la salud no debe enten­
derse como un derecho a estar sano”,107 sino que entraña li­
bertades y derechos:

Entre las libertades figura el derecho a controlar su salud y su 

cuerpo, con inclusión de la libertad sexual y genésica, y el de­

recho a no padecer injerencias, como el derecho a no ser so­

metido a torturas ni a tratamientos y experimentos médicos no 

105 Ibid., párr. 60. Respecto del derecho al agua. Cfr. Rodrigo Gutiérrez 
Rivas, “El derecho fundamental al agua en México: un instrumento para la 
protección de personas y ecosistemas”, Cuestiones Constitucionales. Revista 
Mexicana de Derecho Constitucional. México, IIJ­UNAM, no. 18, enero­junio 
de 2008; “The Right to Water”, World Health Organization Factsheet, no. 35. 
Disponible en: http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FactSheet 
35en.pdf.

106 Observación General No. 14, El derecho al disfrute del más alto nivel 
posible de salud (artículo 12), en Recopilación de las Observaciones Generales 
y Recomendaciones Generales adoptadas por órganos creados en virtud de tra-
tados de derechos humanos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 (2008), p. 97, párr. 8.

107 Idem.
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consensuales, así como todas las causas posibles de la mala 

salud del ser humano. Así, los factores genéticos, la propensión 

individual a una afección y la adopción de estilos de vida mal­

sanos o arriesgados suelen desempeñar un papel importante 

en lo que respecta a la salud de la persona.108

Por medio de la Observación General No. 14, el Comité 
de Derechos Políticos, Económicos y Sociales plantea las di­
rectrices generales del derecho a la salud, haciendo particu­
lar énfasis en la indivisibilidad del ejercicio de los derechos 
sociales —y humanos en general—, así como en su interde­
pendencia, en especial en el plano de la exigibilidad de los 
mismos, es decir, en la implementación de mecanismos de 
garan tía para su satisfacción. Ya en el primer párrafo se iden­
tifica el derecho a la salud como parte del conjunto de dere­
chos que permiten a todas las personas el disfrute del mejor 
nivel de vida posible: 

La salud es un derecho humano fundamental e indispensable 

para el ejercicio de los demás derechos humanos. Todo ser hu­

mano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de 

salud que le permita vivir dignamente. La efectividad del dere­

cho a la salud se puede alcanzar mediante numerosos procedi­

mientos complementarios, como la formulación de políticas en 

materia de salud, la aplicación de los programas de salud ela­

borados por la Organización Mundial de la Salud (OMS) o la 

adopción de instrumentos jurídicos concretos.109

Como puede observarse, en este párrafo se reconoce 
también a la Organización Mundial de la Salud como la au­
toridad en esta materia; por ello, todas las disposiciones conte­
 nidas en esta Observación deberán interpretarse de acuerdo 

108 Idem.
109 Ibid., p. 96, párr. 1.
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con la normativa que emita este organismo. Del mismo 
modo, las medidas propuestas por la OMS pueden conside­
rarse como sugerencias o adiciones a las planteadas por esta 
Observación. 

En sus observaciones con motivo del cuarto informe de 
México, el Comité se mostró preocupado por la elevada tasa 
de mortalidad materna como resultado de los abortos lega­
les practicados en condiciones de riesgo después de una 
violación, ya que la salud reproductiva está protegida asimis­
mo por este derecho. El Comité señaló como posibles causas 
que la información proporcionada a las mujeres embaraza­
das sea errónea, conducta abusiva de los ministerios públicos 
y/o del personal sanitario, así como falta de acceso a la edu­
cación y a los servicios sobre salud reproductiva.110

8. derecho a la educación

El derecho a la educación lo encontramos en los artículos 13 
y 14 del Pacto. Estos artículos, y su posterior desarrollo en las 
Observaciones Generales, establecen los fundamentos bási­
cos del derecho a la educación, que es uno de los derechos 
con mayor desarrollo en el ámbito internacional y de mayor 
importancia para las Naciones Unidas. 

Este organismo considera a la educación un objetivo prio­
ritario, por tratarse de un derecho fundamental cuyos suje­
tos son un grupo fundamental y vulnerable como son los 
niños, y que, de manera adicional, se plantea como el prin­
cipio básico del desarrollo. Además de ser incluido como una 
de las Metas del Milenio, el derecho a la educación se en­
cuentra protegido por diversos órganos de las Naciones Uni­

110 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observacio-
nes finales del Comité, p. 4, párr. 25.
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das, en especial la UNESCO (Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura) y el UNICEF 
(Fondo de Naciones Unidas para la Infancia).

La Observación General No. 11 se centra en el derecho a 
la educación primaria, mientras que la Observación General 
No. 13 contiene provisiones de carácter más general, aplica­
bles de manera específica a cada nivel educativo: primaria, 
secundaria, preparatoria, educación fundamental y educación 
superior, así como lineamientos que consagran la libertad de 
cátedra, la autonomía institucional y obligaciones específicas 
para los Estados en materia del derecho a la educación. Entre 
estos señalamientos destaca el carácter del derecho a la edu­
cación como un derecho instrumental para la realización y el 
disfrute pleno de otros derechos, al señalar que

La educación es al mismo tiempo un derecho humano en sí 

mismo y un medio indispensable para llevar a cabo otros dere­

chos humanos. Como un derecho que empodera, la educación 

es el vehículo primario por medio del cual los adultos y niños 

marginados pueden salir por sí mismos de la pobreza y obtener 

los medios necesarios para participar de lleno en sus comuni­

dades. La educación juega un papel principal en el empodera­

miento de las mujeres, en la salvaguarda de los niños del traba­

jo explotador y de la explotación sexual, promoviendo los 

derechos humanos y la democracia, protegiendo el medio 

ambiente, y controlando el crecimiento poblacional. Cada vez 

más, se reconoce a la educación como una de las mejores in­

versiones financieras que los Estados pueden realizar. Pero la 

importancia de la educación no es sólo práctica: una mente 

bien educada, iluminada y activa capaz de navegar a sus anchas, 

es una de los goces y recompensas de la existencia humana.111

111 Observación General No. 13, El derecho a la educación (artículo 13), 
en Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales 
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En el documento Education for All, elaborado por el Rela­
tor Especial en materia de derecho a la educación, se señalan 
las tres dimensiones de éste: el derecho de acceso a la edu­
cación, el derecho a una educación de calidad y el derecho 
a ser respetado dentro de la esfera de la enseñanza.112

Además del Pacto Internacional de Derechos Económi­
cos, Sociales y Culturales, otros documentos internacionales 
relativos al derecho a la educación son la Convención sobre 
los Derechos del Niño, la Convención relativa a la Lucha con­
tra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza y la 
Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Dis­
criminación contra la Mujer, entre otros.113

En el caso mexicano, el Comité ha expresado su preocu­
pación por la falta de educadores en las escuelas primarias y 
secundarias, particularmente en las zonas remotas y aquellas 
pobladas por indígenas, así como por los problemas educa­
tivos que se presentan en esas zonas como resultado del 
ausentismo y de la reducción del presupuesto para educa­
ción intercultural y bilingüe.114

adoptadas por órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, 
U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 215 (2008), p. 80, párr. 1. 

112 Organización de Naciones Unidas, Education for All. A Human Rights-
Based Approach to Education. Nueva York, United Nations Children’s Fund/ 
United Nations Educational, Scientific and Cultural Organization, 2007.

113 Para mayor información sobre este derecho, véanse Joel Spring, The 
Universal Right to Education: Justification, Definition, and Guidelines. Nueva 
Jersey, Lawrence Erlbaum Associates, 2002; Pablo Latapí Sarre, “El derecho a 
la educación. Su alcance, exigibilidad y relevancia para la política educativa”, 
Revista Mexicana de Investigación Educativa. México, vol. 14, no. 40, enero­
marzo de 2009, y Manuel I. Ulloa, “El ejercicio del derecho a la educación 
básica”. México, Este País, Observatorio Ciudadano de la Educación, no. 237, 
enero de 2011.

114 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observacio-
nes finales del Comité, p. 4, párr. 26.

FASC-04-EL PACTO INTER-DESC.indd   53 15/08/12   14:22



colección del sistema universal
de protección de los derechos humanos

54

9. derechos culturales

Los derechos a la cultura se encuentran reconocidos en el 
artículo 15 del Pacto. Como una cuestión preliminar, es nece­
sario entender qué es lo que quiere decir el Pacto cuan do 
habla de “cultura” y “vida cultural”. El Pacto no se refiere a la 
cultura como una definición simple y limitada, sino que consi­
dera este concepto de forma amplia e inclusiva, que com­
prende tanto las producciones científicas, literarias y artísticas 
como la riqueza lingüística de los pueblos, sus tradiciones y 
forma de vida, etcétera.115

En su Observación General No. 21 el Comité ofrece la si­
guiente definición de “cultura”, misma que parece reflejar ade­
cuadamente el concepto empleado por los redactores del 
Pacto,

El Comité considera que la cultura […] comprende, entre otras 

cosas, las formas de vida, el lenguaje, la literatura escrita y oral, 

la música y las canciones, la comunicación no verbal, los siste­

mas de religión y de creencias, los ritos y las ceremonias, los de­

portes y juegos, los métodos de producción o la tecnología, el 

entorno natural y el producido por el ser humano, la comida, 

el vestido y la vivienda, así como las artes, costumbres y tradi­

ciones, por los cuales individuos, grupos y comunidades expre­

san su humanidad y el sentido que dan a su existencia, y confi­

guran una visión del mundo que representa su encuentro con 

las fuerzas externas que afectan a sus vidas. La cultura refleja y 

115 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación 
General No. 21, Derecho de toda persona a participar en la vida cultural 
(artículo 15, primer párrafo, inciso a), del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales), 43 Periodo de Sesiones (Ginebra, del 2 
al 20 de noviembre de 2009), U.N. Doc. E/C.12/GC/21/Rev.1 (17 de mayo de 
2010), párr. 11.
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configura los valores del bienestar y la vida económica, social y 

política de los individuos, los grupos y las comunidades.116

El artículo 15 codifica tres derechos, los cuales tienen es­
trecha relación entre sí: el derecho a participar en la vida 
cultural, el derecho a tener acceso a la vida cultural y el de­
recho a contribuir a la vida cultural. 

El derecho a participar en la vida cultural se refiere al de­
recho de toda persona a 

[…] actuar libremente; a escoger su propia identidad; a identi­

ficarse o no con una o con varias comunidades, o a cambiar de 

idea; a participar en la vida política de la sociedad; a ejercer sus 

propias prácticas culturales y a expresarse en la lengua de su 

elección […] a buscar, desarrollar y compartir con otros sus co­

nocimientos y expresiones culturales, así como a actuar con 

creatividad y tomar parte en actividades creativas.117 

El acceso a la vida implica el derecho de toda persona “a 
conocer y comprender su propia cultura y la de otros”.118 Por 

116 Observación General Nº 21, párr. 13. Hay otros conceptos de igual 
relevancia. Véase, por ejemplo, el criterio de la UNESCO, que define la cultu­
ra como “el conjunto de los rasgos distintivos espirituales y materiales, inte­
lectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o a un grupo social y 
que abarca, además de las artes y las letras, los modos de vida, las maneras 
de vivir juntos, los sistemas de valores, las tradiciones y creencias”. Declara­
ción Universal de la UNESCO sobre la Diversidad Cultural, de 2 de noviembre 
de 2001, preámbulo, quinto párrafo. Véanse también UNESCO, Recomenda­
ción Relativa a la Participación y la Contribución de las Masas Populares en 
la Vida Cultural, 1976, “Recomendación de Nairobi”, preámbulo, quinto pá­
rrafo, apartado c); Declaración de Friburgo sobre los Derechos Culturales, 
artículo 2 (definiciones), apartado a, y Rodolfo Stavenhagen, “Cultural rights: 
A social science perspective”, en Halina Niec, coord., Cultural Rights and 
Wrongs: A Collection of Essays in Commemoration of the 50th Anniversary of the 
Universal Declaration of Human Rights. París y Leicester, UNESCO/Institute of 
Art and Law.

117 Observación General No. 21, párr. 15(a).
118 Ibid., párr. 15(b).
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último, el derecho a contribuir a la vida cultural se refiere al 
derecho de toda persona a participar en “la creación de las 
manifestaciones espirituales, materiales, intelectuales y emo­
cionales de la comunidad”.119

Los derechos a participar, tener acceso y contribuir a la 
cultura tienen particular relevancia en el contexto de las perso­
nas y comunidades que requieren atención especial, como 
son las mujeres, los niños, las personas mayores, las minorías, 
los migrantes, los pueblos indígenas, las personas con disca­
pacidad y las personas que viven en la pobreza. En los últi­
mos dos casos, es importante señalar que los derechos co­
dificados en el artículo 15 son muy vulnerables debido a que 
las personas en estas situaciones se enfrentan con mucha 
frecuencia con limitantes insuperables que afectan seriamen­
te su esperanza en el porvenir y su capacidad para el disfru­
te efectivo de su propia cultura.120

Para que todas las personas puedan gozar de estos dere­
chos, el Pacto requiere que los Estados Partes se abstengan 
de impedir la participación en la vida cultural de cualquier 
persona y, además, que adopten medidas tendientes a ase­
gurar la existencia de condiciones que permitan esta libre 
participación.121 El Estado puede, sin embargo, limitar las 
prácticas culturales “negativas” incluso cuando sean el pro­
ducto de los usos y costumbres, así como las tradiciones de 
los pueblos cuando atenten contra otros derechos huma­
nos.122 Estas limitaciones deben ceñirse a lo estrictamente 
necesario y a los lineamientos existentes en el Derecho In­
ternacional en relación con “el derecho a la intimidad, a la 
libertad de pensamiento, conciencia y religión, a la libertad 

119 Ibid., párr. 15(c).
120 Ibid., párrs. 30 y 38.
121 Ibid., párrs. 6, 44 y 48­55.
122 Ibid., párr. 19.
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de opinión y expresión, a la reunión pacífica y a la libertad de 
asociación”.123

El derecho a participar y disfrutar de la cultura también 
se encuentra previsto en diversos instrumentos de derechos 
humanos, como por ejemplo en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, la cual establece que “[t]oda persona 
tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural 
de la comunidad”.124 Los derechos de autor se encuentran 
protegidos por este precepto, en particular por el artículo 15, 
cuarto párrafo, del Pacto, el cual establece que se debe reco­
nocer el beneficio a los autores de obras culturales.

En el caso mexicano, aun cuando existe legislación en 
materia de propiedad intelectual, los derechos de autoría co­
lectiva de las comunidades indígenas son particularmente 
vulnerables, ya que, como ha observado el Comité, la legis­
lación mexicana no protege esta autoría colectiva ni los co­
no ci mientos tradicionales o patrimonio cultural de estas 
co mu nidades.125

123 Idem.
124 Artículo 27(1). Véanse también el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, artículos 17, 18, 19, 21, 22 y 27; la Declaración sobre los De­
rechos de las Personas Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Re­
ligiosas y Lingüísticas, artículos 2(1) y 2(2), y la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

125 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observacio-
nes finales del Comité, p. 4, párr. 27.
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III. Órganos y organismos relacionados  
con el Pacto

1. el consejo económico y social

El Consejo Económico y Social es el órgano interno encarga­
do de coordinar la labor económica y social de los organis­
mos especializados de las Naciones Unidas, las comisiones 
orgánicas y las comisiones regionales. Sus objetivos son pro­
mover niveles de vida más elevados; fomentar el pleno em­
pleo y el progreso económico y social; buscar soluciones a 
los problemas internacionales de tipo económico, social y 
sanitario; facilitar la cooperación cultural y educativa interna­
cional, y fomentar el respeto universal de los derechos hu­
manos y las libertades fundamentales.126

El Pacto dispone que el Consejo será el órgano encarga­
do de supervisar el cumplimiento con el mismo. Sin embar­
go, luego de la creación del Comité, es éste el que desem­
peña ahora la mayoría de las funciones del Consejo. 

2. el comité de derechos económicos, sociales y culturales

El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales for­
ma parte del Alto Comisionado para los Derechos Humanos 
de la Organización de las Naciones Unidas. Su objetivo es vi­
gilar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul­
turales. Por esta razón, en la estructura orgánica de la ONU 
se encuentra entre los órganos creados en virtud de trata­
dos; sin embargo, su creación no se establece en el Pacto sino 
que proviene del cumplimiento de la Resolución 1985/17 del 

126 Carta de las Naciones Unidas, artículos 62 a 66.
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Consejo Económico y Social.127 Esta Resolución señala el 
objetivo del Comité, su integración, el mecanismo de selec­
ción de sus miembros y los procedimientos de trabajo que 
deberá observar. De acuerdo con la Resolución 1985/17 [pá­
rrafo (b)], la composición del Comité debe tener en consi­
deración una distribución geográfica equitativa, así como la 
representación de diferentes sistemas legales y conformacio­
nes sociales. 

El Comité está compuesto por 18 expertos independien­
tes, que deben ser reconocidos por su alto carácter moral y 
por su trayectoria en el campo de los derechos humanos. Los 
miembros del Comité son electos por los Estados Partes por 
un periodo de cuatro años y pueden ser reelectos. Éstos de­
ben actuar a título personal, es decir, sus resoluciones deben 
de ser atendiendo a su capacidad individual y no en fun­
ción de su nacionalidad. El Comité sesiona dos veces al año. 
La duración de las sesiones es de tres semanas, a la cual es 
necesario agregar una semana de trabajo previa a la sesión. 
Por lo general, las sesiones se realizan en los meses de mayo 
y noviembre en la sede de las Naciones Unidas ubicada en 
Ginebra, Suiza.128

El Comité emite cuatro tipos de documentos: los docu­
mentos de trabajo (donde se plasman el desarrollo y los re­
sultados obtenidos en los grupos de trabajo), las actas de las 
sesiones, los informes de los periodos de sesiones y los co­
municados de prensa. 

127 A diferencia del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu­
rales, el Consejo Económico y Social sí se encuentra establecido en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, donde se regu­
la su creación y funcionamiento en los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22. 

128 La metodología de trabajo del Comité, para cada una de las funcio­
nes que realiza, está estipulada en las actas de las Sesiones Cuarenta y Cuatro 
y Cuarenta y Cinco. Asimismo, las reglas de procedimiento que observa se 
asientan en la Resolución E/C.12/1990/4/Rev.1 del Consejo Económico y 
Social.
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El Comité emite observaciones generales respecto del 
Pacto y su interpretación, mismas que hemos citado a lo largo 
del texto de este trabajo. Las observaciones generales que ha 
emitido el Comité a la fecha del presente son las siguientes:

Núm. Tema
Año  
de 

adopción

   1. Reportes de los Estados Partes 1989

   2.
Medidas de asistencia técnica internacionales 
(artículo 22)

1990

   3.
Naturaleza de las obligaciones de los Estados 
Partes (artículo 2, primer párrafo)

1990

   4. Derecho a una vivienda adecuada 1991
   5. Personas con discapacidades 1994

   6.
Los derechos económicos, sociales y culturales 
de las personas mayores

1995

   7.
Derecho a un nivel de vida adecuado: evicciones 
forzosas (artículo 11, párrafo 1)

1997

   8.
La relación entre las sanciones económicas y el 
respecto de los derechos económicos, sociales  
y culturales

1997

   9. La aplicación nacional del Pacto 1998

10.
El papel de las instituciones de derechos 
humanos nacionales en la protección de los 
derechos económicos, sociales y culturales

1998

11.
Planes de acción para la educación primaria 
(artículo 14)

1999

12.
Derecho a una alimentación adecuada  
(artículo 11)

1999

13. Derecho a la educación (artículo 13) 1999

14.
Derecho al más alto nivel posible de salud 
(artículo 12)

2000

15. Derecho al agua (artículos 11 y 12) 2002

16.
Igualdad del hombre y la mujer de disfrutar 
todos los derechos económicos, sociales  
y culturales (artículo 3)

2005
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Núm. Tema
Año  
de 

adopción

17.

Derecho de toda persona a beneficiarse de la 
protección de sus intereses morales y materiales 
que resulten de toda producción científica, 
literaria o artística de la cual sea autor  
(artículo 15, párrafo 1, apartado c)

2005

18. Derecho al trabajo (artículo 6) 2005

19. Derecho a la seguridad social 2008

20.
No discriminación en los derechos económicos, 
sociales y culturales (artículo 2, párrafo 2)

2009

21.
Derecho de toda persona a participar en la vida 
cultural

2009

Fuente: Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, “Commit­
tee on Economic, Social and Cultural Rights – General Comments”. Disponi­
ble en: http://www2.ohchr.org/english/bodies/cescr/comments.htm. Con­
sulta: 4 de noviembre de 2011.

Además de las observaciones generales, el Comité emite 
otras respecto de los informes que le presentan los Estados 
Partes. Conforme al Pacto, los Estados Partes tienen la obli­
gación de presentar un informe inicial mediante el que in­
formen al Comité de las medidas que han implementado 
para el cumplimiento del Pacto, así como de los avances de 
las mismas. La primera vez este informe tendrá que realizar­
se dos años después de la entrada en vigor del Pacto en el 
Estado y posteriormente cada cinco años. El Comité ha ana­
lizado cuatro informes presentados por México, y para efec­
tos del presente folleto nos hemos referido a las observacio­
nes que consideramos más relevantes. El siguiente informe 
de México deberá presentarse en 2012.
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Consideraciones finales

El Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
reviste una importancia fundamental en el contexto actual, 
ya que la defensa y el reconocimiento de estos derechos se 
ha convertido en una necesidad imperiosa no sólo en los 
países en vías de desarrollo, sino también en aquellos que 
hasta hace algunos años tenían robustos mecanismos de 
garantía y satisfacción de estos derechos y que en la actuali­
dad, ante las diversas crisis mundiales de orden económico, po­
lítico y social, han abierto la puerta al desmantelamiento de 
los llamados Estados de bienestar, así como a la reducción 
de la inversión en la promoción y protección de la cultura 
que hacían posible que sus nacionales disfrutaran a plenitud 
de estos derechos. 

Del mismo modo, el Pacto es una apuesta por una socie­
dad que alcance el ideal de la igualdad formal y material, que 
subsane las desigualdades existentes y ponga a todas las 
personas, con independencia de sus características particula­
res, en un mismo plano tanto en el aspecto normativo como 
material, erradicando la discriminación. Así, mientras el Pacto 
contiene un reconocimiento universal de los derechos eco­
nómicos, sociales y culturales, considera medidas especiales 
para grupos o personas que las requieren. Como explica Prie­
to Sanchís:

[...] los derechos sociales se configuran como derechos de igual­

dad entendida en el sentido de igualdad material o sustancial, esto 

es, como derechos, no a defenderse ante cualquier discrimina­

ción normativa, sino a gozar de un régimen jurídico diferenciado 

o desigual en atención precisamente a esa desigualdad de he­

cho que trata de ser limitada o superada.129

129 Luis Prieto Sanchís, “Los derechos sociales y el principio de igualdad”, 
en M. Carbonell, J. Cruz Parcero y R. Vázquez, Derechos sociales y derechos de 
las minorías, op. cit., pp. 25­26.
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El Pacto no sólo contiene en sus primeros artículos el re­
conocimiento al derecho a la no discriminación y a la igual­
dad, sino que hace de esos dos elementos un eje transversal 
sobre el cual se articula. Este hecho siempre relevante tiene 
mayor sentido en países como el nuestro y, en general, en 
América Latina, donde la desigualdad y la discriminación 
están detrás de los problemas más graves que nos aquejan. 

Aunado a esto, el Pacto y las Observaciones Generales del 
Comité demuestran con claridad la importancia de los prin­
cipios de interdependencia, universalidad, progresividad y 
no regresividad que deben ser directrices fundamentales 
para el reconocimiento y la defensa de este conjunto de de­
rechos humanos. Ello evidencia la importancia de impulsar 
el sistema de derechos humanos en su conjunto, garantizan­
do condiciones mínimas de subsistencia al tiempo que se 
reconocen y amplían los titulares y los espacios de libertad 
para todas las personas. Además, establecen las obligaciones 
de los Estados Partes en atención al carácter prestacional que 
tienen los derechos contenidos en este Pacto, estableciendo 
directrices mínimas claras sobre las acciones que éstos de­
ben emprender para la satisfacción de los mismos.130 Al mis­
mo tiempo, hace frente a la objeción más común frente a la 
garantía de estos derechos, que es el factor económico, al 
señalar cuáles son los máximos y mínimos a los que se en­
cuentra obligado un Estado Parte tomando en consideración 
su capacidad económica.

Es claro, sin embargo, que para que el Pacto sea verdade­
ramente efectivo, es necesario que el Comité asuma las fa­
cultades que le confiere el Protocolo Facultativo, es decir, que 

130 Al respecto, Prieto Sanchís señala que “es muy corriente identificar 
los derechos sociales con los derechos prestacionales, esto es, con aquellos 
derechos que, en lugar de satisfacerse mediante una abstención del sujeto 
obligado, requieren por su parte una acción positiva que se traduce normal­
mente en la prestación de algún bien o servicio”. L. Prieto Sanchís, op. cit., 
p. 20.
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el Comité pueda recibir comunicaciones —en efecto, quejas 
o denuncias— directamente de las personas que consideren 
que se han violado sus derechos económicos, sociales y cul­
turales. México impulsó la adopción de este Protocolo Faculta­
tivo pero no lo ha firmado y, lógicamente, mucho menos lo 
ha ratificado.

Las nuevas reformas constitucionales en materia de dere­
chos humanos y las posteriores interpretaciones realizadas por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación plantean nuevos 
desafíos para el sistema jurídico mexicano. La inclusión de 
los Tratados Internacionales en derechos humanos dentro 
del bloque de constitucionalidad y la eliminación del control 
concentrado de los preceptos constitucionales suponen la 
necesidad de conocer con mayor profundidad los documen­
tos internacionales, sus razones, alcances e interpretaciones, 
ya que ahora, más que nunca, serán derecho vigente y apli­
cable a todos los niveles. 

Estos cambios implican, ante todo, una mejora sustantiva 
en la manera en que nuestro sistema jurídico reconoce y 
ga rantiza los derechos fundamentales de las personas. En 
el caso de los derechos económicos, sociales y culturales, el 
Estado tiene un compromiso aún mayor, ya además de re­
conocerlos con la amplitud con la que lo hace el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, México tiene la obli­
gación de brindarles satisfacción de acuerdo con las medidas 
establecidas en el Pacto. Si bien este derecho se consideraba 
vigente en nuestro país desde hace mucho tiempo, el reco­
nocimiento de éstos en paridad con la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos elimina la posibilidad de 
interpretación acerca de su nivel jerárquico al tiempo que les 
da una mayor visibilidad y mayores canales para ser, en caso 
de que las garantías fallen, justiciables 

Es necesario que México ratifique el Protocolo Facultativo 
para consolidar nuestro sistema de protección de derechos 
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humanos. No podemos entender un sistema jurídico que as­
pire a la protección de los derechos humanos sin reconocer 
el único mecanismo real que tienen las personas para recla­
mar la existencia de un incumplimiento por el Estado respec­
to de sus obligaciones conforme al Pacto.

Podemos tomar este reto como una oportunidad para 
cambiar el paradigma de los derechos humanos en México, 
para dar los pasos en la dirección correcta hacia una sociedad 
más justa, menos desigual y en donde todas las personas 
tengan garantizadas, al menos, las condiciones mínimas para 
una vida digna. El Pacto de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales puede ser una excelente carta de navegación.
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El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales (Fascícu lo 4), editado por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, se terminó de imprimir en agosto de 
2012 en los talleres de Grupo Editorial ZEury, S. A. de C. V., 
calle 8 de Mayo núm. 5, colonia Lomas de la Era, C. P. 01860, 
México, D. F. El cuidado de la edición estuvo a cargo de la 
Dirección de Publicaciones de esta Comisión Nacional. El 

tiraje consta de 1,000 ejemplares.
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